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PROYECTO DE LEY NÚMERO 314 DE 2019 
CÁMARA

por la cual se regulan los procedimientos médicos 
y quirúrgicos con fines estéticos y se dictan otras 

disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
CAPÍTULO I

Disposiciones generales
Artículo 1º. Objeto. La presente ley tiene por 

objeto regular la práctica de los procedimientos 
médicos y quirúrgicos con fines estéticos de que 
trata el literal a) del artículo 15 de la Ley 1751 de 
2015, establecer disposiciones relacionadas con los 
insumos, medicamentos y sus registros aplicados a 
los pacientes con el fin de proteger la salud y la vida 
de los mismos.

Artículo 2°. Principios y valores. Para efectos de 
la aplicación e interpretación de la presente ley, se 
tendrán en cuenta los principios y valores contenidos 
en los artículos 35 y 36 de la Ley 1164 de 2007, 
así como la autonomía profesional en los términos 
señalados en el artículo 17 de la Ley 1751 de 2015.

Artículo 3°. De los procedimientos médicos y 
quirúrgicos con fines estéticos. Para efectos de la 
presente ley, entiéndase por procedimientos médicos 
y quirúrgicos con fines estéticos, toda intervención 
médica y quirúrgica que se realice con la finalidad de 
modificar, mejorar o embellecer características físicas.

CAPÍTULO II
De las condiciones para la realización de 
procedimientos médicos y quirúrgicos con fines 

estéticos y manejo de la información
Artículo 4°. Condiciones para la realización 

de procedimientos médicos y quirúrgicos con fines 

estéticos. Los procedimientos médicos y quirúrgicos 
con fines estéticos que se practiquen en Colombia 
deberán cumplir con las siguientes condiciones:

a)	 Realizarse por quienes acrediten los 
requisitos contenidos en el artículo 5° de la 
presente ley.

b)	 Practicarse por prestadores habilitados que 
garanticen la integralidad del procedimiento 
y la respuesta a las complicaciones que 
puedan presentarse, como se indica en el 
artículo 6° de la presente ley.

c)	 Utilizar insumos, medicamentos y 
tecnologías autorizados en el país, en los 
términos del artículo 9° de la presente ley.

d)	 Contar con el consentimiento informado 
del paciente en los términos definidos en el 
artículo 10 de la presente ley.

e)	 Contar con las pólizas según lo establecido 
en el artículo 11 de la presente ley.

Parágrafo 1°. Toda práctica que se realice sin 
tener en cuenta alguna de las condiciones aquí 
señaladas se considera ilegal y es susceptible de las 
sanciones previstas en la presente ley.

Parágrafo 2°. Para efectos de la presente ley, se 
adoptarán las definiciones vigentes establecidas por 
las autoridades competentes.

Artículo 5º. Requisitos para la realización 
procedimientos quirúrgicos con fines estéticos. 
Solo podrán realizar los procedimientos quirúrgicos 
con fines estéticos, los médicos autorizados para el 
ejercicio de la profesión en Colombia que cumplan, 
adicionalmente los siguientes requisitos:

1.	 Contar con un título en especialidad 
quirúrgica con competencias formales 
en procedimientos quirúrgicos estéticos, 
otorgado por una Institución de Educación 
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Superior autorizada según la ley colombiana. 
Si el título fue obtenido en el exterior, se 
deberá contar con la convalidación del 
mismo ante la autoridad competente.

2.	 Inscribirse como especialista en el Registro 
Único Nacional del Talento Humano en 
Salud, ReTHUS, aportando sus datos de 
títulos académicos, ejercicio, experiencia 
profesional y demás información que defina 
el Ministerio de Salud y Protección Social.

Dicho registro será público con el fin que los 
usuarios puedan consultar el perfil profesional del 
médico que le realizará el procedimiento quirúrgico 
estético deseado.

El Ministerio de Salud y Protección Social 
garantizará la actualización del registro de acuerdo 
a lo establecido en el artículo 12 de la presente ley.

Parágrafo. El Ministerio de Salud y Protección 
Social definirá los procedimientos médicos con 
fines estéticos que podrán ser practicados por 
médicos generales, siempre y cuando certifiquen las 
competencias requeridas.

El Ministerio de Salud y Protección Social 
reglamentará la materia, en los seis meses siguientes 
a la promulgación de la presente ley.

Parágrafo Transitorio. El requisito definido en el 
numeral 2 del presente artículo será exigible una vez 
el Gobierno nacional desarrolle los instrumentos y 
reglamentación necesarias para su aplicación.

El Ministerio de Salud y Protección Social 
reglamentará la materia, en los seis meses siguientes 
a la promulgación de la presente ley.

Artículo 6°. Condiciones para los Prestadores 
de Servicios de Salud. Podrán ofrecer y realizar 
procedimientos quirúrgicos con fines estéticos, 
los Prestadores de Servicios de Salud del tipo 
Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud, 
siempre y cuando cumplan integralmente con los 
estándares y criterios de habilitación vigentes.

Para habilitar el servicio donde se realicen los 
procedimientos quirúrgicos con fines estéticos, 
adicionalmente se deberá contar con un profesional 
que cumpla con los requisitos establecidos en el 
artículo 5° de la presente ley, que realice funciones 
específicas de control de los procedimientos 
quirúrgicos con fines estéticos, quien actuará en 
concordancia con las medidas institucionales 
adoptadas en el respectivo Programa de Auditoría 
para el Mejoramiento de la Calidad (PAMEC), de 
que tratan los artículos 2.5.1.1.1. a 2.5.1.5.4. del 
Decreto número 780 de 2016 o la norma que lo 
modifique o adicione.

Las condiciones de infraestructura higiénico 
sanitarias establecidas en el título IV de la ley 9ª de 
1979, en la Resolución número 4445 de 1996, en 
la Resolución número 2003 de 2014 y los demás 
decretos reglamentarios deberán ser cumplidos 
por el prestador, antes de iniciar su proceso de 
habilitación.

El prestador deberá garantizar la continuidad del 
manejo postoperatorio del paciente por parte del 
especialista que realizó el procedimiento o su par.

Las clínicas centros médicos e instituciones 
prestadoras de salud donde se realicen los 
procedimientos médicos regulados por la presente 
ley, deberán contar con el certificado de habilitación 
para el servicio respectivo, establecido por el sistema 
único de habilitación, y las normas que lo regulan.

Parágrafo 1°. Las Instituciones Prestadoras de 
Servicios de Salud con servicios del grupo quirúrgico 
de cirugía de baja complejidad, mediana y alta 
complejidad y ambulatoria que contemplen ofertar 
y realizar procedimientos médicos o quirúrgicos con 
fines estéticos, serán objeto de visita de habilitación 
previa a la apertura de dichos servicios por parte 
de la entidad departamental o distrital de salud 
correspondiente.

Parágrafo 2°. Los profesionales independientes, 
en la consulta externa general o especializada, solo 
podrán ofrecer y realizar procedimientos propios de 
dicho ámbito de servicio, conforme a la normatividad 
vigente.

Parágrafo 3°. El Ministerio de Salud y Protección 
Social reglamentará el presente artículo en el término 
de seis (6) meses a partir de la entrada en vigencia 
de la presente ley.

Artículo 7°. Protocolos para la práctica de 
procedimientos. El Ministerio de Salud y Protección 
Social, con el acompañamiento de las Sociedades 
Médico Científicas, deberán regular, actualizar y 
emitir anualmente los protocolos quirúrgicos que 
brinden el máximo de seguridad a los pacientes y 
de igual manera deberá restringir el número de 
intervenciones que se puedan realizar a un paciente 
en un solo acto quirúrgico.

Artículo 8º. Mecanismos de protección del 
paciente. Con el fin de coadyuvar con el ejercicio 
responsable de los procedimientos médicos y 
quirúrgicos con fines estéticos, los pacientes deberán 
tener en cuenta los siguientes cuidados mínimos 
con el fin de garantizar una adecuada información 
y elección.

a)	 Informarse sobre la formación profesional 
del médico que le va a intervenir, con el fin 
de determinar si tienen título en medicina y 
especialización en el campo consultado por 
el paciente.

b)	 Solicitar al médico toda la información 
sobre el procedimiento a realizar, sus 
recomendaciones y sus contraindicaciones.

c)	 Consultar el lugar donde se realizará el 
procedimiento.

d)	 Denunciar ante las autoridades las 
irregularidades encontradas en la información 
recibida.

Artículo 9°. De los insumos, medicamentos y 
tecnologías.
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Los insumos, medicamentos y tecnologías en 
salud utilizados o prescritos para la práctica de los 
procedimientos médicos y quirúrgicos con fines 
estéticos deberán estar autorizados por la autoridad 
competente, según corresponda.

Se prohíbe el uso de sustancias que no estén 
aceptadas científicamente para inyección o 
utilización en el cuerpo y aquellas sustancias que no 
tengan la biocompatibilidad necesaria y certificada 
por la autoridad competente para ser aplicada dentro 
del organismo.

Artículo 10. Consentimiento informado. En 
desarrollo del artículo 10, literal d), de la Ley 
1751 de 2015, todos los procedimientos médicos 
y quirúrgicos con fines estéticos requerirán de 
consentimiento informado del paciente. Dicho 
documento deberá ser firmado con un mínimo 
de 24 horas antes de la hora programada para el 
procedimiento, y deberán quedar explícitos los 
siguientes aspectos:

a)	 Nombre, número de identificación y firma 
del profesional de la salud que realiza el 
procedimiento.

b)	 Nombre, número de identificación y firma 
del paciente.

c)	 Institución, sede y fecha en la que se va a 
realizar el procedimiento.

d)	 Información veraz sobre el tipo y 
características de los insumos, medicamentos, 
tecnologías y demás condiciones del 
procedimiento que se va a practicar.

e)	 Constancia de que el paciente recibió 
y comprendió, de manera detallada y 
completa, la información sobre los riesgos 
e implicaciones del procedimiento para su 
salud y su vida, tanto inmediatas como a 
mediano y largo plazo.

f)	 Constancia de que el paciente ha sido 
informado de las alternativas existentes para 
lograr la finalidad estética deseada.

g)	 Descripción de la forma en que el prestador 
garantizará la continuidad en el manejo del 
posoperatorio.

h)	 Toda otra información que resulte relevante 
para la comprensión del procedimiento que 
se va a practicar.

Artículo 11. Pólizas. Los prestadores de servicios 
de salud donde se ofrezcan o realicen procedimientos 
médicos o quirúrgicos con fines estéticos deberán 
contar con una póliza que, en beneficio del paciente, 
cubra los gastos médicos, hospitalarios, quirúrgicos, 
no quirúrgicos y farmacéuticos derivados de 
las complicaciones de dichos procedimientos, 
de acuerdo con la reglamentación que expida la 
Superintendencia Financiera de Colombia. En todo 
caso los gastos médicos, hospitalarios, quirúrgicos, 
no quirúrgicos y farmacéuticos derivados de las 
complicaciones de dichos procedimientos no se 
podrán cobrar o gestionar a cargo del aseguramiento 
contributivo y subsidiado.

Lo anterior sin perjuicio de las demás pólizas o 
seguros previstos en las normas vigentes.

Parágrafo 1°. Los prestadores del servicio de 
salud en donde se realicen los procedimientos sin 
dar cumplimiento al presente artículo, responderán 
solidariamente por los gastos médicos hospitalarios, 
quirúrgicos y no quirúrgicos y farmacéuticos 
derivados de las complicaciones de dichos 
procedimientos, sin perjuicio de las demás sanciones 
a que haya lugar por el desarrollo de una práctica 
ilegal.

Parágrafo 2°. La póliza cubrirá los gastos 
derivados de la extracción y/o cambio de insumos 
que resulten rechazados por el organismo o 
declarados no aptos por estudios científicos o 
autoridades competentes.

Artículo 12. Del reporte, seguimiento y análisis 
de la información. Los casos de mortalidad y eventos 
adversos asociados a los procedimientos médicos y 
quirúrgicos con fines estéticos, serán considerados 
como eventos de interés en salud pública, por lo cual 
las instituciones que realicen dichos procedimientos 
deberán reportarlos a las autoridades de inspección, 
vigilancia y control para su investigación, análisis y 
adopción de medidas de control pertinentes.

Las mismas entidades deberán reportar los 
Registros Individuales de Prestación de Servicios 
(RIPS) de los procedimientos médicos y quirúrgicos 
con fines estéticos, a las entidades departamentales o 
distritales de salud, a la Superintendencia Nacional 
de Salud y al Ministerio de Salud y Protección Social 
para análisis, monitoreo, e identificación de riesgos, 
vigilancia y control de la prestación de servicios, 
según corresponda.

El Ministerio de Salud y Protección Social 
reglamentará el presente artículo.

CAPÍTULO III
Publicidad, promoción y patrocinio

Artículo 13. Publicidad de procedimientos 
médicos y quirúrgicos con fines estéticos. Toda 
publicidad en la que se ofrezca, impulse o promocione 
la realización de procedimientos médicos y 
quirúrgicos con fines estéticos por cualquier medio 
de comunicación (internet, radio, televisión, cine, 
medios escritos como boletines, periódicos, revistas 
o cualquier documento de difusión masiva, vallas 
publicitarias o medios similares) deberá incluir la 
información sobre la página web del médico y/o 
de la Institución Prestadora de servicio de Salud, la 
cual deberá contener como mínimo lo siguiente:

a)	 Nombre de la institución prestadora del 
servicio de salud en la que se prestará el 
servicio.

b)	 Recomendación a la ciudadanía para que 
consulte la condición de habilitación de 
servicios y los antecedentes de la Institución 
Prestadora de Servicios de Salud, así como 
la de los especialistas o profesionales 
que adelantarán el procedimiento que se 
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encuentra inscrito en el Registro del Talento 
Humano en Salud, RETHUS.

Esta información debe estar claramente visible 
y resaltada en la página web del médico y/o de la 
Institución Prestadora de servicio de Salud, de forma 
tal que la persona pueda consultarla e informarse de 
la misma.

Parágrafo 1°. El Ministerio de Salud y de la 
Protección Social, realizará periódicamente campañas 
de sensibilización sobre el uso correcto de los 
procedimientos médicos quirúrgicos con fines estéticos.

Parágrafo 2°. Los médicos con competencias 
en procedimientos médicos y quirúrgicos con 
fines estéticos que se les demuestre la conducta de 
publicidad engañosa, incurrirán en multa de hasta 
mil (1.000) salarios mínimos legales vigentes.

Lo anterior sin perjuicio de las sanciones civiles 
y administrativas que le sean aplicables.

Artículo 14. Prohibiciones. Se prohíben las 
siguientes prácticas en la publicidad y promoción 
de procedimientos médicos y quirúrgicos con fines 
estéticos:

1.	 Dirigidas a menores de edad.
2.	 No avaladas por médicos y/o instituciones 

que cumplan con los requisitos del artículo 
5° de la presente ley.

3.	 Que impliquen aumento del riego del 
paciente.

4.	 Que induzcan al error del paciente.
Artículo 15. Límites a la publicidad, promoción 

o patrocinio. La publicidad, promoción o patrocinio 
de procedimientos con fines estéticos no podrá estar 
dirigida a menores de edad o hacerla atractiva para 
ellos.

CAPÍTULO IV
Régimen de responsabilidad y sanciones

Artículo 16. Régimen de Responsabilidad. La 
relación médico-paciente como elemento primordial 
en la práctica médica generará, a falta de estipulación 
en contrario, una obligación de medios, basada en la 
competencia profesional.

Artículo 17. Responsabilidad profesional. Los 
profesionales de la salud que realicen procedimientos 
médicos o quirúrgicos con fines estéticos sin el 
cumplimiento de los requisitos establecidos en 
la presente ley, serán sancionados por parte del 
Tribunal de Ética de la profesión correspondiente 
con multas de hasta dos mil quinientos (2.500) 
salarios mínimos mensuales vigentes y suspensión 
del ejercicio profesional hasta por un término de 
quince (15) años.

Lo anterior sin perjuicio de las sanciones penales, 
civiles, administrativas y disciplinarias que les sean 
aplicables.

Parágrafo. El dinero de las sanciones será 
utilizado para realizar cirugías reconstructivas a las 
personas víctimas de quemaduras. El Ministerio 
de Salud y de la Protección Social reglamentará el 

procedimiento para la administración de los recursos 
recaudados en un término de seis (6) meses a partir 
de la promulgación de la presente ley.

Artículo 18. Responsabilidad de las sociedades 
y asociaciones científicas de profesionales 
que practiquen los procedimientos médicos y 
quirúrgicos con fines estéticos. Las sociedades y 
asociaciones científicas de aquellos especialistas 
definidos en el artículo 5° de la presente ley, 
establecerán mecanismos de autorregulación para 
promover el ejercicio ético, responsable e idóneo de 
sus asociados en la realización de procedimientos 
médicos y quirúrgicos con fines estéticos, entre los 
cuales estarán:

a)	 Brindar sobre la morbimortalidad de los 
pacientes atendidos por procedimientos 
estéticos, el cual debe ser publicado en la 
página web de la Sociedad.

b)	 Facilitar el acceso a la información académica 
y laboral de los especialistas del ReTHUS.

c)	 Asesorar a las entidades correspondientes en 
la adopción de guías y protocolos para los 
procedimientos médicos y quirúrgicos con 
fines estéticos.

d)	 Publicar las sanciones que reporten los 
Tribunales.

Parágrafo. Las sociedades y asociaciones 
científicas de que trata esta ley deberán poner en 
conocimiento de los tribunales de ética respectivos, 
aquellas conductas que puedan constituir faltas 
contra la ética profesional, aportando las evidencias. 
Adicionalmente publicarán las medidas que deban 
adoptar en el marco de sus estatutos. De estas 
actuaciones se divulgará un informe anual al público 
y a las autoridades competentes.

Artículo 19. Sanciones a los Prestadores de 
Servicios de Salud. El incumplimiento de lo 
dispuesto en los artículos 4°, 5°, 6°, 9°, 10, 11 y 12 
de la presente ley, acarreará las siguientes sanciones 
al prestador de servicios de salud:

1. 	 Pérdida de la habilitación y cierre temporal o 
definitivo del servicio.

2. 	 Multas de hasta diez mil (10.000) salarios 
mínimos mensuales legales vigentes.

Lo anterior sin perjuicio de las demás actuaciones 
o sanciones que en el marco de la inspección, 
vigilancia y control deban adelantar las entidades 
competentes dentro del Sistema de Sistema de 
Vigilancia en Salud Pública y del Sistema Único de 
Habilitación de Prestadores de Servicios de Salud.

Parágrafo 1°. El prestador de servicios de salud 
responderá solidariamente por los daños y perjuicios 
causados a los pacientes.

Parágrafo 2°. El Ministerio de Salud y Protección 
Social ajustará el Registro Especial de Prestadores 
de Servicios de Salud (REPS) con el fin de hacer 
públicas las sanciones de que sean objeto los 
prestadores de servicios de salud.
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Artículo 20. Responsabilidad por publicidad 
ilegal. El incumplimiento de lo previsto en los 
artículos 13, 14 y 15 de la presente ley, dará lugar a 
que el anunciante, promotor o patrocinador responda 
conforme lo establece el artículo 30 de la Ley 1480 
de 2011 y demás normas que regulen la materia, sin 
perjuicio de las otras sanciones a que haya lugar.

Parágrafo. La participación de profesionales de la 
salud en prácticas que contravengan las disposiciones 
establecidas en los artículos 13, 14, 15 y 16 de la 
presente ley se considera una falta grave contra la 
ética profesional, por lo cual tales conductas serán 
sancionadas de acuerdo con el régimen específico 
de cada profesión.

CAPÍTULO V
Disposiciones finales

Artículo 21. Complementariedad normativa. 
En lo no previsto en la presente ley se aplicarán las 
normas contenidas en el código de ética médica, 
Ley 23 de 1981. Con relación a la imposición de las 
sanciones por incumplimiento de esta ley, se aplicará 
lo previsto en los artículos 47 a 52 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo (CPACA), salvo que exista una ley 
procesal especial.

Artículo 22. Vigencia. La presente ley empezará 
a regir a partir de la fecha de su publicación y 
deroga las disposiciones que le sean contrarias, 
en especial el inciso segundo del artículo 21 de 
la Ley 1164 de 2007, en lo relacionado con los 
especialistas en especialidades Médico Quirúrgicas 
con competencias en procedimientos quirúrgicos y 
no quirúrgicos estéticos, que regula esta norma.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Antecedentes Del Proyecto
1.	 En el año 2012 El Senador Juan Francisco 

Lozano (Partido de la U) y el honorable 
Representante Didier Burgos Ramírez 
presentaron el proyecto, por medio de la 
cual se reglamenta el ejercicio de la cirugía 
plástica, estética y reconstructiva en Colombia 
y se dictan otras disposiciones (Archivado en 
Primer Debate). 

2.	 En el año 2014 se presentó Proyecto de ley 
número 92 de 2014 Senado por iniciativa de 
los Senadores Jorge Iván Ospina y Óscar 
Mauricio Lizcano y fue tramitada ante la 
Comisión Séptima Constitucional Permanente 
del Senado, pero no alcanzó hacer el trámite 
respectivo ante la Cámara de Representantes.  

3.	 En 2016 se Radica ante la Cámara de 
Representante el Proyecto de ley número 186 
de 2016, por medio del cual se reglamenta 
el ejercicio de la cirugía plástica estética y 
las especialidades médico quirúrgicas con 

competencias formales en procedimientos 
médicos y quirúrgicos estéticos en Colombia 
y se dictan otras disipaciones, de autoría de la 
Representante Margarita Restrepo.

4.	 En el año 2016 se presenta el proyecto de 
ley de iniciativa mixta a consideración del 
Congreso de la República por el honorable 
Senador Jorge Iván Ospina Gómez, el 
honorable Representante a la Cámara Óscar 
Ospina Quintero, el Ministro de Salud y 
Protección Social doctor Alejandro Gaviria 
Uribe y Ministro de Educación de Nacional 
(E) Francisco Cardona Acosta, honorable 
Representante a la Cámara, y radicado el día 5 
de octubre de 2016 ante el Secretario General 
de la Cámara de Representantes.

5.	 En continuidad del trámite Legislativo, el 
proyecto de ley fue remitido a la Comisión 
Séptima Constitucional Permanente de la 
Cámara de Representantes correspondiéndole 
el número 158 de 2016, y fue acumulado con el 
Proyecto de ley número 186 de 2016 Cámara 
radicado por la honorable Representante a la 
Cámara Margarita María Restrepo Arango. 
Este proyecto de ley fue acumulado por trámite, 
pese alcanzar los dos debates reglamentarios 
de la Cámara, en el Senado de la República no 
alcanzó a culminar su trámite.

Objeto del Proyecto
El proyecto tiene como objeto reglamentar la 

práctica de los procedimientos médicos y quirúrgicos 
con fines estéticos de que trata el literal a) del artículo 
15 de la Ley 1751 de 2015 y adoptar medidas con el 
fin de proteger la salud y la vida de las personas que 
se someten a los mismos. Garantizando que solo con 
el personal idóneo y en condiciones de seguridad y 
salubridad se realicen estos procedimientos.

Lamentablemente, muchas han sido las personas 
que han fallecido o han tenido graves secuelas en su 
salud, por haberse sometido a una cirugía plástica o 
estética.

Justificación de la Iniciativa
Según la Sociedad Española de Cirugía Plástica, 

define esta especialidad como “La Cirugía Plástica 
es una especialidad quirúrgica que se ocupa de la 
corrección de todo proceso congénito, adquirido, 
tumoral o simplemente involutivo, que requiera 
reparación o reposición, o que afecte a la forma 
y/o función corporal. Sus técnicas están basadas en 
el trasplante y la movilización de tejidos mediante 
injertos y colgajos o incluso implantes de material 
inerte”1.

Dicha especialidad médica tiene dos áreas de 
trabajo, las cuales son2:

•	 La Cirugía Plástica Reconstructiva 
(Reparadora): la cual procura restaurar o 

1	 https://secpre.org/pacientes/que-es-la-cirug%C3%ADa-
pl%C3%A1stica

2	 Ídem.
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mejorar la función y el aspecto físico en las 
lesiones causadas por accidentes y quemaduras, 
en enfermedades y tumores de la piel y 
tejidos de sostén y en anomalías congénitas, 
principalmente de cara, manos y genitales.

•	 La Cirugía Plástica Estética: la cual trata 
con pacientes en general sanos y su objeto 
es la corrección de alteraciones de la norma 
estética con la finalidad de obtener una 
mayor armonía facial y corporal o de las 
secuelas producidas por el envejecimiento.

La sociedad internacional de Cirugía Plástica, 
estableció en su último comunicado oficial 
estadístico, que el país con el más alto número de 
procedimientos es Estados Unidos de América 
con 1.4 millones quirúrgicos y 2.6 millones 
procedimientos no quirúrgicos, Brasil se reportó 
con 1.2 millones quirúrgicos y 1.1 millones no 
quirúrgicos, y alrededor de estos están países como 
Corea del Sur, India, México, Alemania, Colombia, 
Francia e Italia; El país con la mayor cantidad de 
cirujanos plásticos activos es igualmente Estados 
Unidos con aproximadamente 6.500, Luego iría 
Brasil con 5.500 y luego va China con 2,800.

Aunque existe evidencia importante en este 
reporte, también podemos identificar grandes 
brechas informativas por la falta de información 
necesaria sobre algunos países que no entregaron 
al estudio los resultados y estadísticas necesarias 
para enriquecerlo. Lo que sí es claro es que a nivel 
Global las mujeres fueron las principales pacientes 
alcanzando más de 18 Millones de procedimientos 
quirúrgicos y no quirúrgicos, aproximadamente 
85.6% del total Mundial, estos se realizaron 
principalmente en aumento de busto, liposucción, 
Cirugía de párpado, Abdominoplastia, y Rinoplastia, 
los hombres con aproximadamente 3 millones de 
procedimientos es decir un 14.4% del total global, 
son resultado principalmente de procedimientos 
como de párpado, liposucción, ginecomastia, 
Rinoplastia, injerto de grasa y cirugía de orejas.

La calidad en estos procedimientos en Colombia, 
está certificada por la Sociedad Internacional de 
Cirugías Plásticas, que ha ubicado a Colombia entre 
los diez países con el mayor número de intervenciones 
en el mundo. Según las estadísticas de la Sociedad 
Internacional de Cirugía Plástica Estética (ISAPS 
por sus siglas en inglés), 27 millones de cirugías 
plásticas se practicaron en todo el mundo a partir de 
2014 a 2016, Aunque Colombia cuenta con amplio 
reconocimiento internacional en esta materia.

Los datos del Ministerio de Salud indicaron que 
“al 28 de febrero de 2017 hay 615 Prestadoras de 
Salud registradas en todo el país que tienen el servicio 
de Cirugía Estética, de las cuales 512 prestadoras 
del servicio ofrecen servicio de cirugía estética 
ambulatorio, es decir que el paciente no requiere 
hospitalización”. De las 615 Prestadoras de Salud, 
que ofrecen el servicio en 64 hospitales públicos, 
545 son Clínicas Privadas y seis son público-
privadas, la realidad es que las Cirugías plásticas y 

sus procedimientos encuentran en Colombia varias 
dificultades, como por ejemplo lo que se conoce 
mediáticamente como “Clínicas Garaje” en las 
cuales personas con conocimientos mínimos o nulos 
de medicina promueven e inducen al consumidor 
a adquirir servicios quirúrgicos generalmente 
estéticos a precios muy bajos a comparación de las 
prestadores certificadas en los cuales no solamente 
ha habido accidentes por mal uso de los insumos  
si no también constantes muertes a causa de esto.

Colombia ha sufrido un incremento de más 
de 130% en las muertes por mala práctica de la 
cirugía plástica según Medicina Legal, además de 
los falsos médicos en Colombia también es latente 
el fenómeno de los “Cursos exprés” mediante los 
cuales Médicos Generales sin especialización para 
la realización de estos procedimientos realizan 
cursos rápidos de enseñanza con los que certifican 
de manera irresponsable su capacidad para operar, 
generando daños irreparables a las miles de víctimas 
de engaño y agregando consecuencias mortíferas al 
índice de muertes por la mala práctica de la Cirugía 
Plástica, la falta de regulación de esta especialidad 
en Colombia es un riesgo cada vez mayor, ya que 
la cantidad de cirugías plásticas realizadas en 
el territorio nacional se incrementan casi en un 
10% anual, razón mayor para que la verificación, 
regulación de cirujanos, lugares, procedimientos e 
insumos sea una realidad tangible y eficaz en todo 
el territorio colombiano.

Es de carácter obligatorio para el Congreso de 
la República de Colombia y para las entidades 
encargadas de las situación y regulación de la salud 
a nivel nacional, promover la buena práctica de la 
medicina con el propósito no solo de proteger el 
buen nombre de los miles de médicos y cirujanos 
certificados, sino para proteger el bien mayor tutelado 
en la Constitución Política en su artículo 11, la vida 
de todos aquellos Colombianos que por razones 
personales, de salud, gusto o necesidad alguna 
quieran acceder a un servicio que merece ofrecer 
la mejor calidad y eficiencia posible, así además 
convirtiendo a Colombia a nivel internacional en el 
país más seguro para adquirir una Cirugía Plástica y 
o Estética a nivel mundial.

Este proyecto de ley es el resultado de un trabajo 
muy serio que involucró conceptos de los ministerios 
de salud y educación, las asociaciones de sociedades 
científicas, la asociación de médicos estéticos, 
la Sociedad Colombiana de Cirugía Plástica y la 
representación de las Víctimas de procedimientos 
estéticos y que lastimosamente por tiempos no ha 
podido ser Ley de la República.
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PROYECTO DE LEY NÚMERO 325 DE 2019 
CÁMARA

por medio de la cual se modifica la Ley 1801 de 2016 
“por la cual se expide el Código Nacional de Policía 
y Convivencia” en cuanto al uso del espacio público.

“El Congreso de Colombia,
DECRETA”:

Artículo 1°. Adiciónese un parágrafo al artículo 
140 de la Ley 1801 de 2016, el cual quedará así:

Parágrafo 5°. Las actividades que se desarrollen 
en el espacio público relacionadas con la 
utilización de aceras, portales, terrazas y otros, por 
parte de negocios comerciales destinados parcial 
o totalmente al funcionamiento de restaurantes, 
fuentes de soda, pastelerías, heladerías, cafeterías, 
tiendas y demás locales con servicio de alimentos 
preparados, serán reglamentadas por el alcalde 
municipal y distrital, previa autorización del 
concejo del respectivo municipio o distrito, el 
cual establecerá el mecanismo para otorgar los 
permisos o los contratos de aprovechamiento 
económico del espacio público, la expedición de 
los mismos y la tarifa por uso del espacio público 
en su entidad territorial, en virtud del artículo 311 
de la Constitución Política.

Artículo 2°. Vigencia y derogatorias. La presente 
ley deroga las disposiciones que le sean contrarias y 
rige a partir de la fecha de su publicación.

Del honorable Congresista,

PROYECTO DE LEY NÚMERO 325 DE 2019 
CÁMARA

por medio de la cual se modifica la Ley 1801 de 
2016 “por la cual se expide el Código Nacional 

de Policía y Convivencia” y se dictan otras 
disposiciones.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
1.	 OBJETO DEL PROYECTO 
El presente proyecto de ley que se pone a 

consideración del honorable Congreso de la 
República, tiene por objeto dotar de la claridad legal 
necesaria para solucionar la gran preocupación y 
problemática que existe a nivel nacional por millones 
de pequeños comerciantes que cuentan con negocios 
comerciales como restaurantes, fuentes de soda, 
pastelerías, heladerías, cafeterías, tiendas y demás 
locales con servicio de alimentos preparados de las 
ciudades y municipios, que presentan disminución 
en sus ingresos, riesgo en la sostenibilidad de su 
trabajo y en la generación de empleo, debido a la 
prohibición que desde el segundo semestre del 
año 2017, impuso la Ley 1801 de 2016, “por la 

cual se expide el Código Nacional de Policía y 
Convivencia” la cual no permite  ocupar las aceras, 
portales y terrazas, para la prestación de servicios 
comerciales. 

2.	 OBJETIVOS ESPECÍFICOS DEL 
PROYECTO DE LEY

El proyecto de ley que se somete a consideración 
del Congreso de la Republica de Colombia, tiene 
como objetivos específicos:

1.	 Modificar y dotar de claridad legal el artículo 
140 de la Ley 1801 de 2016.

2.	 Atenuar las consecuencias sociales y 
económicas que implican las restricciones 
impuestas por el Código de Policía.

3.	 Garantizar que los establecimientos 
comerciales que se han visto perjudicados con 
la implementación de la Ley 1801 de 2016, 
puedan tener seguridad sobre sus ingresos, 
puedan dar continuidad a los mismos y logren 
mantener la generación de empleo.

4.	 Permitir que los usuarios de los estable-
cimientos comerciales puedan disfrutar de 
los paisajes urbanos y rurales de las diferentes 
ciudades y municipios, garantizando su 
confort térmico, comodidad y el desarrollo 
de sus costumbres.

3.	 CONTEXTO NORMATIVO
La Constitución Política de Colombia de 1991 

organizó al país como una república unitaria, 
descentralizada y con autonomía en sus entidades 
territoriales; en su artículo 287 definió que las 
entidades territoriales gozan de autonomía para la 
gestión de sus intereses dentro de los límites de la 
Constitución y la ley. Además, señaló que en tal 
virtud tienen los siguientes derechos: 

1.	 Gobernarse por autoridades propias. 
2.	 Ejercer las competencias que les corres-

pondan. 
3.	 Administrar los recursos y establecer los 

tributos necesarios para el cumplimiento de 
sus funciones. 

4.	 Participar en las rentas nacionales. 
Así mismo, la Constitución Política señaló en su 

artículo 288 que el legislativo debería crear la ley 
orgánica de ordenamiento territorial, en la cual se 
establecería la distribución de competencias entre 
la Nación y las entidades territoriales, y además 
en su artículo 311 definió, que los municipios 
como entidad fundamental de la división político-
administrativa del Estado les corresponde ordenar el 
desarrollo de su territorio.

En consecuencia, la Ley 388 de 1997 “Ley 
de Ordenamiento Territorial” define que el 
ordenamiento del territorio municipal y distrital 
comprende un conjunto de acciones político-
administrativas y de planificación física concertadas, 
emprendidas por los municipios o distritos y áreas 
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metropolitanas, para orientar el desarrollo del 
territorio bajo su jurisdicción y regular la utilización, 
transformación y ocupación del espacio, de acuerdo 
con las estrategias de desarrollo socioeconómico y 
en armonía con el medio ambiente y las tradiciones 
históricas y culturales.

Del mismo modo, la Ley 1454 de 2011, por la 
cual se dictan normas orgánicas sobre ordenamiento 
territorial y se modifican otras disposiciones, define 
en su artículo 29 las competencias en materia de 
ordenamiento del territorio de los municipios:

a)	 Formular y adoptar los planes de 
ordenamiento del territorio.

b)	 Reglamentar de manera específica los usos 
del suelo, en las áreas urbanas, de   expansión 
y rurales, de acuerdo con las leyes. 

c)	 Optimizar los usos de las tierras disponibles 
y coordinar los planes sectoriales, en armonía 
con las políticas nacionales y los planes 
departamentales y metropolitanos.

4.	 CONVENIENCIA DEL PROYECTO DE 
LEY

A finales del año 2017 Fenaltiendas (programa de 
Fenalco para el apoyo al pequeño comercio) reveló que, 
debido a la implementación del Código de Policía, se 
habían sellado entre 15.000 a 17.000 establecimientos 
comerciales principalmente en Bogotá, Medellín y 
en la costa Caribe.  Pues la no delimitación de los 
antejardines, considerados espacios privados, que han 
tenido adecuaciones particulares en donde se puede 
consumir licor y alimentos, para la Policía hace parte 
del espacio público y el Código de Policía prohíbe 
este tipo de actividades allí.

Así mismo, en el 2017 la Unión Nacional de 
Comerciantes (Undeco) reveló que por ejemplo en 
el Departamento del Atlántico los tenderos pierden 
aproximadamente $1.500 millones de pesos al mes, 
por no poder utilizar los portales, aceras y terrazas para 
el expendio y consumo de sus productos; además, en 
el mes de junio de este año, Undeco también señaló 
que se habían cerrado 1.200 tiendas por parte de la 
Policía Nacional en el marco de la implementación de 
la Ley 1801 de 2016 “por la cual se expide el Código 
Nacional de Policía y Convivencia” .

En Colombia, debido a su clima tropical y a la 
sensación térmica, que en algunas zonas del país es 
muy elevada, es conveniente y/o natural que algunas 
actividades, como encuentros de dos o más personas 
en establecimientos comerciales para departir, 
esparcirse, recrearse, compartir, etc., (los cuales son 
moldeados por aspectos culturales y geográficos, 
como el paisaje), se tengan que realizar de manera 
abierta o al aire libre. 

Para atenuar este problema, muchos se idearían 
una posible adecuación de locales comerciales con 
sistemas de aires acondicionados, pero esto es inviable 
en sectores sociales donde los recursos económicos 
son muy bajos, pues además de instalar este tipo 
de equipos para garantizar el confort térmico, se 
tiene que incurrir en elevados costos para realizar el 

cerramiento de los locales y para efectuar el pago del 
servicio público de energía para su funcionamiento. 
Por lo cual, en ocasiones dichas intervenciones y 
gastos pueden costar más que los propios negocios.  
En otros casos, el espacio de los locales comerciales 
no es suficiente y de manera necesaria se tiene que 
ocupar parte del espacio de portales, aceras y terrazas 
de enfrente de los propios locales con algunas sillas y 
mesas, para poder prestar los servicios.

El proyecto en cuestión aborda, de conformidad 
con el artículo 311 de la Constitución Política 
de Colombia, que  el municipio como entidad 
fundamental de la división político-administrativa 
del Estado le corresponde ordenar el desarrollo de 
su territorio, y por ende la reglamentación específica 
de los usos del suelo, con base en los componentes: 
social, económico y ambiental, donde se obliga a 
analizar factores como la cultura, las costumbres, 
las creencias religiosas, las actividades económicas, 
el clima, la geografía, el patrimonio arquitectónico 
e histórico, y otros lugares de interés de la entidad 
territorial; para  determinar la forma de desarrollo y 
sustentar el nivel de calidad de vida de la población.

5.	 DERECHO COMPARADO 
CHILE
La Ley 18.695 de 1988 “Ley Orgánica 

Constitucional de Municipalidades” define que 
les corresponde a las municipalidades funciones 
privativas para dictar resoluciones obligatorias con 
carácter general o particular; fiscalizar las unidades 
y servicios municipales y otorgar acuerdos para la 
asignación y cambio de denominación de los bienes 
municipales y nacionales de uso público bajo su 
administración, como, asimismo, de poblaciones, 
barrios y conjuntos habitacionales del territorio 
comunal. También dicta que las municipalidades 
podrán desarrollar, directamente o con otros 
órganos de la Administración del Estado, funciones 
relacionadas con la urbanización y la administración 
de los bienes municipales de uso público.

Por lo cual, permite que sus municipalidades 
expidan ordenanzas para la instalación de mesas, 
sillas y quitasoles en el espacio público de las 
comunas. Ejemplo:

•	 Santiago de Chile:

ECUADOR
La Constitución de la República del Ecuador 

publicada en el Registro Oficial No. 449 del 20 
de octubre de 2008, en el artículo 238, consagra 
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la autonomía de los Gobiernos autónomos 
descentralizados, la cual se encuentra establecida en 
el artículo 5° del Código Orgánico de Organización 
Territorial, Autonomía y Descentralización 
(COOTAD) del 19 de octubre de 2010. Así mismo, 
el COOTAD dispone en el artículo 55, letra b) que es 
competencia exclusiva de los Gobiernos autónomos 
descentralizados, entre otras, la de ejercer el control 
sobre el uso y ocupación del suelo en el cantón. 

Por lo cual, permite que sus cantones expidan 
ordenanzas para la instalación de mesas, sillas en el 
espacio público. 

Ejemplo:
•	 Guayaquil:

6.	 CONTENIDO DEL PROYECTO
El proyecto de ley está estructurado en 2 artículos 

que tratan de manera expresa la modificación del 
artículo 140 de la Ley 1801 de 2016, y en su último 
artículo establece la vigencia y derogatorias.

Teniendo en cuenta las consideraciones 
precedentes, pongo en consideración del honorable 
Congreso de la República este proyecto de ley que 
consulta las más profundas necesidades del pueblo 
colombiano.

Del honorable Congresista,

CÁMARA DE REPRESENTANTES
SECRETARÍA GENERAL

El día 7 de marzo de 2019 ha sido presentado 
en este Despacho el Proyecto de ley número 325 
con su correspondiente exposición de motivos. Por 
honorable Representante: César Lorduy Maldonado.

El Secretario General,
Jorge Humberto Mantilla Serrano.

T E X T O S  D E  P L E N A R I A

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA CÁMARA 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 027 DE 

2017 CÁMARA
por medio de la cual se establece el régimen para el 
ejercicio de la capacidad legal de las personas con 

discapacidad mayores de edad.

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por 
objeto establecer medidas específicas para la 
garantía del derecho a la capacidad legal plena de 
las personas con discapacidad, mayores de edad, y 
al acceso a los apoyos que puedan requerirse para el 
ejercicio de la misma.

Artículo 2°. Interpretación normativa. La 
presente ley debe interpretarse conforme a la 
Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos 
de las Personas con Discapacidad y los demás 
pactos, convenios y convenciones internacionales 
sobre derechos humanos aprobados por Colombia 
que integren el bloque de constitucionalidad y la 
Constitución colombiana. 

No podrá restringirse o menoscabar ninguno de 
los derechos reconocidos y vigentes en la legislación 
interna o en instrumentos internacionales, aduciendo 
que la presente ley no los reconoce o los reconoce en 
menor grado. 

Artículo 3°. Definiciones. Para efectos de la 
presente ley, se utilizarán las siguientes definiciones:

1.	 Actos jurídicos. Es toda manifestación de 
la voluntad y preferencias de una persona 
encaminada a producir efectos jurídicos.

2.	 Actos jurídicos con apoyos. Son aquellos 
actos jurídicos que se realizan por la persona 
titular del acto utilizando algún tipo de apoyo 
formal. 

3.	 Titular del acto jurídico. Es la persona, mayor 
de edad, cuya voluntad y preferencias se 
manifiestan en un acto jurídico determinado.

4.	 Apoyos. Los apoyos de los que trata la presente 
ley son tipos de asistencia que se prestan a 
la persona con discapacidad para facilitar el 
ejercicio de su capacidad legal. Esto puede 
incluir la asistencia en la comunicación, 
la asistencia para la comprensión de actos 
jurídicos y sus consecuencias, y la asistencia 
en la manifestación de la voluntad y 
preferencias personales.

5.	 Apoyos formales. Son aquellos apoyos 
reconocidos por la presente ley, que 
han sido formalizados por alguno de 
los procedimientos contemplados en la 
legislación nacional, por medio de los cuales 
se facilita y garantiza el proceso de toma 
de decisiones o el reconocimiento de una 
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voluntad expresada de manera anticipada, 
por parte del titular del acto jurídico 
determinado. 

6.	 Ajustes razonables. Son aquellas modifi-
caciones y adaptaciones que no impongan una 
carga desproporcionada o indebida, cuando 
se requieran en un caso particular, para 
garantizar a las personas con discapacidad el 
goce o ejercicio, en igualdad de condiciones 
que las demás, de todos los derechos 
humanos y libertades fundamentales. 

7.	 Valoración de apoyos. Es el proceso que 
se realiza, con base en estándares técnicos, 
que tiene como finalidad determinar cuáles 
son los apoyos formales que requiere una 
persona para tomar decisiones relacionadas 
con el ejercicio de su capacidad legal.

8.	 Comunicación. El concepto de comunicación 
se utilizará en la presente ley para incluir 
sus distintas formas, incluyendo pero no 
limitado a, la lengua de señas colombiana, 
la visualización de textos, el braille, la 
comunicación táctil, los macrotipos, los 
dispositivos multimedia de fácil acceso, 
así como el lenguaje escrito, los sistemas 
auditivos, el lenguaje sencillo, los medios 
de voz digitalizada y otros modos, medios 
y formatos aumentativos o alternativos de 
comunicación, incluida la tecnología de la 
información y las comunicaciones de fácil 
acceso.

9.	 Conflicto de interés. Situación en la cual 
un interés laboral, personal, profesional, 
familiar o de negocios de una persona, 
puede llegar a afectar el desempeño y/o las 
decisiones imparciales y objetivas de sus 
funciones. 

Artículo 4°. Principios. Los siguientes 
principios guiarán la aplicación y la interpretación 
de la presente ley, en concordancia con los demás 
principios establecidos en la Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad, con el 
fin de garantizar la efectiva realización del derecho a 
la capacidad legal de las personas con discapacidad.

1.	 Dignidad. En todas las actuaciones se 
observará el respeto por la dignidad inherente 
a la persona con discapacidad como ser 
humano. 

2.	 Autonomía. En todas las actuaciones se 
respetará el derecho de las personas a 
autodeterminarse, a tomar sus propias 
decisiones, a equivocarse, a su independencia 
y al libre desarrollo de la personalidad 
conforme a la voluntad, deseos y preferencias 
propias. 

3.	 Primacía de la voluntad y preferencias de la 
persona titular del acto jurídico. Los apoyos 
utilizados para celebrar un acto jurídico 
deberán siempre responder a la voluntad y 
preferencias de la persona titular del mismo. 
En los casos en los que, aun después de 

haber agotado todos los ajustes razonables 
disponibles, no sea posible establecer la 
voluntad y preferencias de la persona de 
forma inequívoca, se usará el criterio de la 
mejor interpretación de la voluntad, el cual 
se establecerá con base en la trayectoria de 
vida de la persona, previas manifestaciones 
de la voluntad y preferencias en otros 
contextos, información con la que cuenten 
personas de confianza, la consideración de 
sus preferencias, gustos e historia conocida, 
nuevas tecnologías disponibles en el tiempo, 
y cualquier otra consideración pertinente 
para el caso concreto. 

4.	 No discriminación. En todas las actuaciones 
se observará un trato igualitario a todas las 
personas sin discriminación por ningún 
motivo, incluyendo raza, etnia, religión, 
credo, orientación sexual, género e identidad 
de género o discapacidad. La denegación 
de ajustes razonables a las personas 
con discapacidad constituye un acto 
discriminatorio.

5.	 Accesibilidad. En todas las actuaciones, 
se identificarán y eliminarán aquellos 
obstáculos y barreras que imposibiliten o 
dificulten el acceso a uno o varios de los 
servicios y derechos consagrados en la 
presente ley. 

6.	 Igualdad de oportunidades. En todas las 
actuaciones se deberá buscar la remoción 
de obstáculos o barreras que generen 
desigualdades de hecho que se opongan al 
pleno disfrute de los derechos de las personas 
con discapacidad.

7.	 Celeridad. Las personas que solicitan 
apoyos formales para tomar decisiones 
jurídicamente vinculantes, tienen derecho a 
acceder a estos sin dilaciones injustificadas, 
por lo que los trámites previstos en la 
presente ley deberán tener una duración 
razonable y se observarán los términos 
procesales con diligencia. 

Artículo 5°. Criterios para establecer 
salvaguardias. Las salvaguardias son todas aquellas 
medidas adecuadas y efectivas relativas al ejercicio 
de la capacidad legal, usadas para impedir abusos y 
garantizar la primacía de la voluntad y preferencias 
de la persona titular del acto jurídico, de conformidad 
con el derecho internacional en materia de derechos 
humanos. Todas estas deberán regirse por los 
siguientes criterios:

1.	 Necesidad. Habrá lugar a los apoyos solo en 
los casos en que la persona titular del acto 
jurídico los solicite o, en los que, aun después 
de haber agotado todos los ajustes razonables 
disponibles y medidas de apoyo, no sea 
posible establecer de forma inequívoca la 
voluntad y preferencias de la persona titular 
del acto jurídico.
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2.	 Correspondencia. Los apoyos que se presten 
para tomar decisiones deben corresponder 
a las circunstancias específicas de cada 
persona.

3.	 Duración. Los apoyos utilizados para celebrar 
un determinado acto jurídico deberán ser 
instituidos por períodos de tiempo definidos 
y podrán ser prorrogados dependiendo de 
las necesidades de la persona titular del 
mismo. Ningún apoyo podrá establecerse 
por períodos superiores a los establecidos en 
la presente ley. 

4.	 Imparcialidad. La persona o personas que 
presten apoyo para la realización de actos 
jurídicos deben, en el ejercicio de sus 
funciones como apoyo, obrar de manera 
ecuánime en relación con dichos actos. 
Ello implica, entre otras cosas, que las 
personas que prestan apoyo deben actuar 
en congruencia con lo establecido en el 
numeral 2 del artículo 4 de la presente 
ley, respetando siempre la voluntad y 
preferencias de la persona titular del acto 
jurídico, con independencia de si quien 
presta apoyo considera que debería actuar 
de otra manera, respetando también el 
derecho a tomar riesgos y cometer errores. 
Así mismo, las personas que prestan el 
apoyo no podrán influenciar indebidamente 
la decisión. Se considera que hay influencia 
indebida cuando la calidad de la interacción 
entre la persona que presta el apoyo y la 
que lo recibe presenta señales de miedo, 
agresión, amenaza, engaño o manipulación.

Artículo 6°. Presunción de capacidad. Todas 
las personas con discapacidad son sujetos de 
derecho y obligaciones, y tienen capacidad legal 
en igualdad de condiciones, sin distinción alguna e 
independientemente de si usan o no apoyos para la 
realización de actos jurídicos.

En ningún caso la existencia de una discapacidad 
podrá ser motivo para la restricción de la capacidad 
de ejercicio de una persona.

La presunción aplicará también para el ejercicio 
de los derechos laborales de las personas con 
discapacidad, protegiendo su vinculación e inclusión 
laboral.

Parágrafo. El reconocimiento de la capacidad 
legal plena previsto en el presente artículo aplicará, 
para las personas bajo medidas de interdicción o 
inhabilitación anteriores a la promulgación de la 
presente ley, una vez se hayan surtido los trámites 
señalados en el artículo 56 de la misma.

Artículo 7°. Niños, niñas y adolescentes. Las 
personas con discapacidad que no hayan alcanzado 
la mayoría de edad tendrán derecho a los mismos 
apoyos consagrados en la presente ley para aquellos 
actos jurídicos que la ley les permita realizar de 
manera autónoma y de conformidad con el principio 

de autonomía progresiva, o en aquellos casos 
en los que debe tenerse en cuenta la voluntad y 
preferencias del menor para el ejercicio digno de la 
patria potestad.

CAPÍTULO II
Mecanismos para el ejercicio de la capacidad 
legal y para la realización de actos jurídicos
Artículo 8°. Ajustes razonables en el ejercicio 

de la capacidad legal. Todas las personas con 
discapacidad, mayores de edad, tienen derecho a 
realizar actos jurídicos de manera independiente 
y a contar con las modificaciones y adaptaciones 
necesarias para realizar los mismos. La capacidad 
de realizar actos jurídicos de manera independiente 
se presume. 

La necesidad de ajustes razonables para la 
comunicación y comprensión de la información, no 
desestima la presunción de la capacidad para realizar 
actos jurídicos de manera independiente.

Artículo 9°. Mecanismos para establecer 
apoyos para la realización de actos jurídicos. 
Todas las personas con discapacidad, mayores de 
edad, tienen derecho a realizar actos jurídicos de 
manera independiente y a contar con apoyos para la 
realización de los mismos.

Los apoyos para la realización de actos 
jurídicos podrán ser establecidos por medio de dos 
mecanismos:

1.	 A través de la celebración de un acuerdo 
de apoyos entre la persona titular del acto 
jurídico y las personas naturales mayores 
de edad o personas jurídicas que prestarán 
apoyo en la celebración del mismo; 

2.	 A través de un proceso de jurisdicción 
voluntaria o verbal sumario, según sea el caso, 
para la designación de apoyos, denominado 
proceso de adjudicación judicial de apoyos.

Artículo 10. Determinación de los apoyos. La 
naturaleza de los apoyos que la persona titular 
del acto jurídico desee utilizar podrá establecerse 
mediante la declaración de voluntad de la persona 
sobre sus necesidades de apoyo o a través de la 
realización de una valoración de apoyos.

Artículo 11. Valoración de apoyos. La valoración 
de apoyos podrá ser realizada por entes públicos o 
privados, siempre y cuando sigan los lineamientos 
y protocolos establecidos para este fin por el ente 
rector de la Política Nacional de Discapacidad. 
Cualquier persona podrá solicitar de manera 
gratuita el servicio de valoración de apoyos ante los 
entes públicos que presten dicho servicio. En todo 
caso, el servicio de valoración de apoyos deberán 
prestarlo, como mínimo, la Defensoría del Pueblo, 
la Personería, los entes territoriales a través de las 
gobernaciones y de las alcaldías en el caso de los 
distritos.

Los entes públicos o privados solo serán 
responsables de prestar los servicios de valoración 
de apoyos, y no serán responsables de proveer 
los apoyos derivados de la valoración, ni deberán 
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considerarse responsables por las decisiones que 
las personas tomen, a partir de la o las valoraciones 
realizadas.

Artículo 12. Lineamientos y protocolos para la 
realización de valoración de apoyos. El Gobierno 
nacional, a través del ente rector del Sistema 
Nacional de Discapacidad, en un plazo no superior a 
un (1) año contado a partir de la promulgación de la 
presente ley, y previo concepto del Consejo Nacional 
de Discapacidad, expedirá los lineamientos y el 
protocolo nacional para la realización de la valoración 
de apoyos, referida en el artículo 11, los cuales 
deben actualizarse periódicamente. Adicionalmente, 
aprobará y ejecutará un plan de capacitación sobre 
los mismos, previo concepto del Consejo Nacional 
de Discapacidad, dirigido a las entidades públicas 
encargadas de realizar valoraciones de apoyos.

Parágrafo: Para la construcción de estos 
lineamientos se contará con la participación de las 
entidades a las que se refiere el artículo 11 de la 
presente ley y se garantizará la participación de las 
organizaciones de y para personas con discapacidad.

Artículo 13. Reglamentación de la prestación del 
servicio de valoración de apoyos. El ente rector del 
Sistema Nacional de Discapacidad, en un plazo no 
superior a dieciocho (18) meses contados a partir de 
la promulgación de la presente ley, y previo concepto 
del Consejo Nacional de Discapacidad, reglamentará 
la prestación de servicios de valoración de apoyos 
que realicen las entidades públicas y privadas.

La elaboración de la reglamentación deberá 
contar con la participación de las entidades públicas 
que prestarán los servicios de valoración, así como 
de las organizaciones de y para personas con 
discapacidad.

Artículo 14. Defensor Personal. En los casos en 
que la persona con discapacidad necesite apoyos, 
pero no tenga personas de confianza a quién designar 
con este fin, el juez de familia designará un defensor 
personal, de la Defensoría del Pueblo, que preste los 
apoyos requeridos para la realización de los actos 
jurídicos que designe el titular.

CAPÍTULO III
Acuerdos de apoyo para la celebración de actos 

jurídicos
Artículo 15. Acuerdos de apoyo. Los acuerdos de 

apoyo son un mecanismo de apoyo formal por medio 
del cual una persona, mayor de edad, formaliza 
la designación de la o las personas, naturales o 
jurídicas, que le asistirán en la toma de decisiones 
respecto a uno o más actos jurídicos determinados.

Artículo 16. Acuerdos de apoyo por escritura 
pública ante notario. Los acuerdos de apoyo 
deberán constar en escritura pública suscrita por la 
persona titular del acto jurídico y la o las personas 
naturales mayores de edad o jurídicas que actúen 
como apoyos, conforme a las reglas contenidas en el 
Decreto número 960 de 1970 y aquellas normas que 
lo modifiquen, adicionen o sustituyan.

Previo a la suscripción del acuerdo, el notario 
deberá entrevistarse por separado con la persona 
titular del acto jurídico y verificar que el contenido 
del acuerdo de apoyo se ajuste a su voluntad, 
preferencias y a la ley. 

Es obligación del notario garantizar la 
disponibilidad de los ajustes razonables que puedan 
requerirse para la comunicación de la información 
relevante, así como para satisfacer las demás 
necesidades particulares que la persona requiera 
para permitir su accesibilidad.

Con anterioridad a la suscripción del acuerdo, el 
notario deberá poner de presente a la o las personas 
de apoyo las obligaciones legales que adquieren con 
la persona titular del acto jurídico y dejar constancia 
de haberlo hecho.

Parágrafo 1°. La autorización de la escritura 
pública que contenga los acuerdos de apoyo causará, 
por concepto de derechos notariales, la tarifa fijada 
para los actos sin cuantía. 

Parágrafo 2°. El Ministerio de Justicia y del 
Derecho, en un plazo no superior a un (1) año 
contado a partir de la promulgación de la presente 
ley, diseñará e implementará un plan de formación 
a notarías sobre el contenido de la presente ley y 
sus obligaciones específicas en relación con los 
acuerdos de apoyo. Cumplido el anterior plazo, el 
presente artículo entrará en vigencia.

Artículo 17. Acuerdos de apoyo ante 
conciliadores extrajudiciales en derecho. Los 
acuerdos de apoyo podrán realizarse ante los 
conciliadores extrajudiciales en derecho inscritos en 
los centros de conciliación. Durante la conciliación, 
el conciliador deberá entrevistarse por separado 
con la persona titular del acto y verificar que es su 
voluntad suscribir el acuerdo de apoyos.

Es obligación del centro de conciliación 
garantizar la disponibilidad de los ajustes razonables 
que puedan requerirse para la comunicación de la 
información relevante, así como para satisfacer 
las demás necesidades particulares que la persona 
requiera para permitir su accesibilidad.

Durante el trámite, el conciliador deberá poner de 
presente a la o las personas de apoyo las obligaciones 
legales que adquieren con la persona titular del acto 
jurídico y dejar constancia de haberlo hecho.

Parágrafo. El Ministerio de Justicia y del 
Derecho, en un plazo no superior a un (1) año 
contado a partir de la promulgación de la presente 
ley, diseñará e implementará un plan de formación 
a conciliadores extrajudiciales en derecho sobre 
el contenido de la presente ley y sus obligaciones 
específicas en relación con los acuerdos de apoyo. 
Cumplido el anterior plazo, el presente artículo 
entrará en vigencia.

Artículo 18. Duración de los acuerdos de apoyo. 
Ningún acuerdo de apoyo puede extenderse por 
un período superior a cinco (5) años, pasados los 
cuales se deberá agotar de nuevo alguno de los 
procedimientos previstos en la presente ley. 
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Artículo 19. Acuerdos de apoyo como requisito 
de validez para la realización de actos jurídicos. La 
persona titular del acto jurídico que cuente con un 
acuerdo de apoyos vigente para la celebración de 
determinados actos jurídicos, deberá utilizarlos, al 
momento de la celebración de dichos actos jurídicos, 
como requisito de validez de los mismos.

En consecuencia, si la persona titular del acto 
jurídico lleva a cabo los actos jurídicos especificados 
por el acuerdo de apoyos, sin hacer uso de los apoyos 
allí estipulados, ello será causal de nulidad relativa, 
conforme a las reglas generales del régimen civil.

Parágrafo. Lo dispuesto en el presente artículo 
no puede interpretarse como una obligación para 
la persona titular del acto jurídico, de actuar de 
acuerdo al criterio de la persona o personas que 
prestan el apoyo. En concordancia con lo establecido 
en el numeral 3 del artículo 4° de la presente ley, 
los apoyos deben respetar siempre la voluntad y 
preferencias de la persona titular del acto jurídico, 
así como su derecho a tomar riesgos y a cometer 
errores.

Artículo 20. Terminación y modificación del 
acuerdo de apoyos. La persona titular del acto puede 
terminar de manera unilateral un acuerdo de apoyos 
previamente celebrado en cualquier momento, por 
medio de escritura pública o ante los conciliadores 
extrajudiciales en derecho, dependiendo de la forma 
en que se haya formalizado el acuerdo. 

El acuerdo de apoyo puede ser modificado 
por mutuo acuerdo entre las partes en cualquier 
momento, por medio de escritura pública o ante los 
conciliadores extrajudiciales en derecho y ante los 
servidores públicos a los que se refiere el artículo 17 
de la presente ley, dependiendo de la forma en que 
se haya formalizado el acuerdo. 

La persona designada como apoyo deberá 
comunicar al titular del acto jurídico todas aquellas 
circunstancias que puedan dar lugar a la modificación 
o terminación del apoyo, o que le impidan cumplir 
con sus funciones. 

Parágrafo 1°. La muerte de la persona titular del 
acto jurídico dará lugar a la terminación del acuerdo 
de apoyos. 

Parágrafo 2°. La muerte de la persona de apoyo 
dará lugar a la terminación del acuerdo de apoyos 
o a su modificación cuando hubiese más de una 
persona de apoyo.

CAPÍTULO IV
Directivas anticipadas

Artículo 21. Directivas anticipadas. Las directivas 
anticipadas son una herramienta por medio de la 
cual una persona, mayor de edad, puede establecer 
la expresión fidedigna de voluntad y preferencias en 
decisiones relativas a uno o varios actos jurídicos, 
con antelación a los mismos. Estas decisiones 
pueden versar sobre asuntos de salud, financieros 
o personales, entre otros actos encaminados a tener 
efectos jurídicos.

Artículo 22. Suscripción de la directiva 
anticipada. La directiva anticipada deberá 
suscribirse mediante escritura pública ante notario 
o mediante acta de conciliación ante conciliadores 
extrajudiciales en derecho, siguiendo el trámite 
señalado en los artículos 16 o 17 de la presente ley, 
según el caso, para ser válida.

Artículo 23. Contenido de las directivas 
anticipadas. Las directivas anticipadas deberán 
constar por escrito y contener, como mínimo, los 
siguientes aspectos:

1.	 Ciudad y fecha de expedición del documento.
2.	 Identificación de la persona titular del acto 

jurídico que realiza la directiva y, en caso de 
estar realizándola con personas de apoyo, la 
identificación de las mismas.

3.	 Si hay personas de apoyo colaborando 
con la creación del documento, se deberá 
dejar constancia de haber discutido con el 
titular del acto jurídico las consecuencias o 
implicaciones de los actos incluidos en las 
directivas para su vida.

4.	 La manifestación de voluntad de la persona 
titular del acto jurídico en la que señale las 
decisiones anticipadas que busca formalizar.

5.	 Firma de la persona titular del acto jurídico.
6.	 Firma de la persona de apoyo o personas de 

apoyo designadas en la directiva anticipada.
Artículo 24. Ajustes razonables relacionados con 

las directivas anticipadas. En caso de que la persona 
titular del acto jurídico requiera ajustes razonables 
para la suscripción de la directiva anticipada, será 
obligación del notario o del conciliador extrajudicial 
en derecho, según sea el caso, realizar los ajustes 
razonables necesarios.

Parágrafo. Las declaraciones de la o las directivas 
anticipadas podrán ser expresadas mediante cualquier 
forma de comunicación, y podrá realizarse a través 
de videos o audios y otros medios tecnológicos, 
así como a través de lenguajes alternativos de 
comunicación que permitan establecer con claridad 
tanto el contenido de la declaración como la 
autoría, siempre y cuando se realicen en presencia 
de notario o conciliador extrajudicial en derecho y 
contengan los elementos de que trata el artículo 23 
de la presente ley. De ello se dejará la respectiva 
constancia en un acta o se elevará a escritura pública, 
según sea el caso, que sustenta la expresión de la 
directiva anticipada mediante esta clase de medios. 
El documento que se levante cumplirá el requisito 
de constar por escrito al que se refiere el artículo 23 
de la presente ley. 

Artículo 25. Personas de apoyo en directivas 
anticipadas. Aquellas personas distintas a la persona 
titular del acto que adquieran obligaciones de hacer 
en cumplimiento de la voluntad y preferencias 
expresadas por medio de una directiva anticipada, 
y que suscriban la misma, se entenderán como 
personas de apoyo y estarán sujetas a las reglas de 
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responsabilidad establecidas para estos efectos en la 
presente ley.

Artículo 26. Obligatoriedad de las decisiones 
expresadas por medio de una directiva anticipada. 
Las decisiones expresadas con anterioridad al acto 
jurídico por medio de una directiva anticipada son 
de obligatorio cumplimiento para las personas de 
apoyo designadas a través de la directiva anticipada 
y que hayan asumido dicho cargo conforme a las 
reglas del artículo 46 de la presente ley.

Las decisiones expresadas a través de una directiva 
anticipada serán de obligatorio cumplimiento para 
el tercero, siempre y cuando se trate de obligaciones 
de no hacer que no sean contrarias a la ley, o cuando 
verse sobre procedimientos médicos.

Artículo 27. Prevalencia de la voluntad posterior 
de la persona titular del acto. En todo caso, la 
suscripción de una directiva anticipada no invalida 
la voluntad y preferencias expresadas por la persona 
titular del acto con posterioridad a la suscripción 
de la misma, salvo en aquellos casos en que en ella 
se estipule una cláusula de voluntad perenne, la 
cual solo podrá ser anulada por los procedimientos 
establecidos en el artículo 28 de la presente ley.

Artículo 28. Cláusula de voluntad perenne. La 
persona titular del acto jurídico que realice una 
directiva anticipada, podrá incluir en la misma una 
cláusula de voluntad perenne, por medio de la cual 
invalida de manera anticipada las declaraciones de 
voluntad y preferencias que exprese con posterioridad 
a la suscripción de la directiva anticipada, siempre 
que contradigan las decisiones establecidas en esta. 
Dicha cláusula podrá ser modificada, sustituida o 
revocada conforme a las reglas establecidas en el 
artículo 31 de la presente ley.

Parágrafo. Este tipo de cláusulas solo podrán ser 
obviadas en decisiones de salud.

Artículo 29. Publicidad de la directiva 
anticipada. Cualquier persona podrá allegar una 
copia u original de la directiva anticipada con el 
fin de que sea tenida en cuenta por terceros con el 
fin de garantizar el cumplimiento de las decisiones 
expresadas de manera anticipada en la misma. 
Igualmente, podrá informar sobre la existencia de 
una directiva anticipada para que los familiares 
o personas de apoyo puedan realizar los trámites 
pertinentes y aportar copia u original de la misma 
ante terceros, de tal manera que se garantice la 
voluntad y preferencias expresadas por la persona 
titular del acto jurídico.

Artículo 30. Incorporación de la directiva 
anticipada en la historia clínica. Cuando la persona 
titular del acto jurídico que suscriba una directiva 
anticipada lo desee, podrá solicitar que se incorpore 
en la historia clínica una copia de la escritura 
pública o acta de conciliación mediante la cual se 
constituyó la directiva anticipada, como anexo de la 
historia clínica, con el fin de garantizar el respeto de 
las decisiones establecidas en la misma, siempre que 
las decisiones allí contenidas tengan relación con la 
atención en salud que decide o no recibir.

Parágrafo. El Ministerio de Salud y Protección 
Social, o quien haga sus veces, reglamentará 
el proceso de incorporación de las directivas 
anticipadas en la historia clínica de las personas con 
discapacidad en un plazo no superior a un (1) año 
contado a partir de la promulgación de la presente 
ley.

Artículo 31. Modificación, sustitución y 
revocación. El documento de directiva anticipada 
puede ser modificado, sustituido o revocado en 
cualquier momento por quien lo suscribió, mediante 
el mismo trámite surtido para su creación, señalando 
explícitamente la voluntad de modificar, sustituir o 
revocar la directiva anticipada, según sea el caso, en 
los siguientes términos:

1.	 Modificación: El documento de directiva 
anticipada se entenderá modificado cuando 
se cambie de manera parcial el contenido de 
este.

2.	 Sustitución: El documento de directiva 
anticipada se entenderá sustituido cuando 
se le prive de efectos al contenido original, 
otorgando efectos jurídicos a uno nuevo en 
su lugar.

3.	 Revocación: El documento de directiva 
anticipada se entenderá revocado cuando 
la persona titular del acto manifieste su 
voluntad de dejar sin efectos del contenido 
del mismo de manera definitiva.

CAPÍTULO V
Adjudicación judicial de apoyos

Artículo 32. Adjudicación judicial de apoyos 
para la realización de actos jurídicos. Es el proceso 
judicial por medio del cual se designan apoyos 
formales a una persona con discapacidad, mayor de 
edad, para el ejercicio de su capacidad legal frente a 
uno o varios actos jurídicos concretos.

La adjudicación judicial de apoyos se adelantará 
por medio del procedimiento de jurisdicción 
voluntaria, cuando sea promovido por la persona 
titular del acto jurídico, de acuerdo con las reglas 
señaladas en el artículo 37 de la presente ley, ante 
el juez de familia del domicilio de la persona titular 
del acto.

Excepcionalmente, la adjudicación judicial de 
apoyos se tramitará por medio de un proceso verbal 
sumario cuando sea promovido por persona distinta 
al titular del acto jurídico, conforme a los requisitos 
señalados en el artículo 38 de la presente ley.

Parágrafo. El Consejo Superior de la Judicatura, 
a través de la Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla, 
en un plazo no superior a un (1) año contado a partir 
de la expedición de los lineamientos de valoración 
señalados en el artículo 12, diseñará e implementará 
un plan de formación a jueces y juezas de familia 
sobre el contenido de la presente ley, sus obligaciones 
específicas en relación con procesos de adjudicación 
judicial de apoyos y sobre la Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad.



Gaceta del Congreso  116	 Miércoles, 13 de marzo de 2019	 Página 15

Artículo 33. Valoración de apoyos. En todo 
proceso de adjudicación judicial de apoyos se contará 
con una valoración de apoyos sobre la persona 
titular del acto jurídico. La valoración de apoyos 
deberá acreditar el nivel y grados de apoyos que la 
persona requiere para decisiones determinadas y en 
un ámbito específico al igual que las personas que 
conforman su red de apoyo y quiénes podrán asistir 
en aquellas decisiones.

Parágrafo. El Consejo Superior de la Judicatura, 
en un plazo no superior a un (1) año a partir de 
la expedición de los lineamientos de valoración 
señalados en el artículo 12, diseñará e implementará 
un plan de formación al personal dispuesto para 
conformar el equipo interdisciplinario de los 
juzgados de familia con el fin de asesorar al juez 
respecto de la valoración de apoyos que se allegue 
al proceso y velar por el cumplimiento de la 
Convención en la decisión final.

Artículo 34. Criterios generales para la actuación 
judicial. En el proceso de adjudicación de apoyos el 
juez de familia deberá tener presente, además de lo 
dispuesto en la presente ley, los siguientes criterios:

1.	 En los procesos de adjudicación judicial de 
apoyos se deberá tener en cuenta y favorecer 
la voluntad y preferencias de la persona 
titular del acto frente al tipo y la intensidad 
del apoyo para la celebración del mismo. La 
participación de la persona en el proceso de 
adjudicación es indispensable, so pena de 
nulidad del proceso, salvo las excepciones 
previstas en el artículo 38 de la ley.

2.	 Se deberá tener en cuenta la relación de 
confianza entre la persona titular del acto 
y la o las personas que serán designadas 
para prestar apoyo en la celebración de los 
mismos.

3.	 Se podrán adjudicar distintas personas de 
apoyo para distintos actos jurídicos en el 
mismo proceso.

4.	 La valoración de apoyos que se haga en el 
proceso deberá ser llevada a cabo de acuerdo 
a las normas técnicas establecidas para ello.

5.	 En todas las etapas de los procesos de 
adjudicación judicial de apoyos, incluida 
la de presentación de la demanda, se 
deberá garantizar la disponibilidad de los 
ajustes razonables que puedan requerirse 
para la comunicación de la información 
relevante, así como para satisfacer las demás 
necesidades particulares que la persona 
requiera para permitir su accesibilidad.

Artículo 35. Competencia de los jueces de familia 
en primera instancia en la adjudicación judicial de 
apoyos. Modifíquese el numeral 7 contenido en el 
artículo 22 de la Ley 1564 de 2012, quedará así. 
“Artículo 22. Competencia de los jueces de familia 
en primera instancia. Los jueces de familia conocen, 
en primera instancia, de los siguientes asuntos:

“7. 	De la adjudicación, modificación y 
terminación de apoyos adjudicados 
judicialmente”.

Artículo 36. Adjudicación de apoyos sujeto a 
trámite de jurisdicción voluntaria. Modifíquese el 
numeral 6 del artículo 577 de la Ley 1564 de 2012, 
así: “artículo 577. Asuntos sujetos a su trámite. Se 
sujetarán al procedimiento de jurisdicción voluntaria 
los siguientes casos:

“6. 	La adjudicación, modificación o terminación 
de apoyos en la toma de decisiones 
promovido por la persona titular del acto 
jurídico”.

Artículo 37. Adjudicación de apoyos en la toma 
de decisiones promovido por la persona titular del 
acto jurídico. El artículo 586 de la Ley 1564 de 2012 
quedará así:

Artículo 586. Adjudicación de apoyos en la 
toma de decisiones promovido por la persona 
titular del acto jurídico. Para la adjudicación de 
apoyos promovida por la persona titular del acto 
jurídico, se observarán las siguientes reglas:

1.	 En la demanda que eleve la persona titular 
del acto jurídico deberá constar su voluntad 
expresa de solicitar apoyos en la toma de 
decisiones para la celebración de uno o más 
actos jurídicos en concreto.

2.	 En la demanda se podrá anexar la valoración 
de apoyos realizada al titular del acto jurídico 
por parte de una entidad pública o privada.

3.	 En caso de que la persona no anexe una 
valoración de apoyos o cuando el juez 
considere que el informe de valoración de 
apoyos aportado por la persona titular del 
acto jurídico es insuficiente para establecer 
apoyos para la realización del acto o actos 
jurídicos para los que se inició el proceso, 
el Juez podrá solicitar una nueva valoración 
de apoyos u oficiar a los entes públicos 
encargados de realizarlas, en concordancia 
con el artículo 11 de la presente ley.

4.	 En todo caso, como mínimo, el informe de 
valoración de apoyos deberá consignar:

a)	 Los apoyos que la persona requiere para la 
comunicación y la toma de decisiones en los 
aspectos que la persona considere relevantes.

b)	 Los ajustes procesales y razonables que la 
persona requiera para participar activamente 
del proceso.

c)	 Las sugerencias frente a mecanismos 
que permitan desarrollar las capacidades 
de la persona en relación con la toma de 
decisiones para alcanzar mayor autonomía 
en las mismas.

d)	 Las personas que pueden actuar como apoyo 
en la toma de decisiones de la persona, 
para cada aspecto relevante de su vida, y 
en especial, para la realización de los actos 
jurídicos por los cuales se inició el proceso.
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e)	 Un informe general sobre el proyecto de vida 
de la persona.

5.	 En el auto admisorio de la demanda se 
ordenará notificar a las personas que hayan 
sido identificadas como personas de apoyo 
en la demanda.

6.	 Recibido el informe de valoración de apoyos, 
el Juez, dentro de los cinco (5) días siguientes 
correrá traslado del mismo, por un término 
de diez (10) días a las personas involucradas 
en el proceso y al Ministerio Público.

7.	 Una vez corrido el traslado, el Juez decretará 
las pruebas que considere necesarias y 
convocará a audiencia para escuchar a 
la persona titular del acto jurídico, a las 
personas citadas en el auto admisorio y para 
practicar las demás pruebas decretadas, en 
concordancia con el artículo 34 de la presente 
ley.

8.	 Vencido el término probatorio, se dictará 
sentencia en la que deberá constar:

a)	 El acto o actos jurídicos delimitados por la 
sentencia que requieren el apoyo solicitado.

b)	 La individualización de la o las personas 
designadas como apoyo.

c)	 La delimitación de las funciones de la o las 
personas designadas como apoyo.

d)	 Los programas de acompañamiento a las 
familias cuando sean pertinentes y las demás 
medidas que se consideren necesarias para 
asegurar la autonomía y respeto a la voluntad 
y preferencias de la persona.

e)	 En ningún caso el Juez podrá pronunciarse 
sobre la necesidad de apoyos para la 
realización de actos jurídicos sobre los que 
no verse el proceso.

d)	 Las salvaguardias destinadas a evitar y 
asegurar que no existan los conflictos de 
interés o influencia indebida del apoyo sobre 
la persona.

9.	 Se reconocerá la función de apoyo de las 
personas designadas para ello. Si la persona 
designada como apoyo presenta dentro 
de los siguientes cinco (5) días excusa, se 
niega a ser designado como apoyo, o alega 
inhabilidad, se tramitará incidente para 
decidir sobre el mismo”.

Artículo 38. Adjudicación de apoyos para la 
toma de decisiones promovida por persona distinta 
al titular del acto jurídico. El artículo 396 de la Ley 
1564 de 2012 quedará así:

Artículo 396. En el proceso de adjudicación 
de apoyos para la toma de decisiones promovido 
por persona distinta al titular del acto jurídico se 
observarán las siguientes reglas:

1.	 La demanda solo podrá interponerse en 
beneficio exclusivo de la persona con 
discapacidad. Esto se demostrará mediante 
la prueba de las circunstancias que justifican 

la interposición de la demanda, es decir 
que a) la persona titular del acto jurídico 
se encuentra absolutamente imposibilitada 
para manifestar su voluntad y preferencias 
por cualquier medio, modo y formato de 
comunicación posible, y b) que la persona 
con discapacidad se encuentre imposibilitada 
de ejercer su capacidad legal y esto conlleve 
a la vulneración o amenaza de sus derechos 
por parte de un tercero.

2.	 En la demanda se podrá anexar la valoración 
de apoyos realizada al titular del acto jurídico 
por parte de una entidad pública o privada.

3.	 En caso de que la persona no anexe una 
valoración de apoyos o cuando el juez 
considere que el informe de valoración 
de apoyos aportado por el demandante es 
insuficiente para establecer apoyos para la 
realización del acto o actos jurídicos para 
los que se inició el proceso, el Juez podrá 
solicitar una nueva valoración de apoyos u 
oficiar a los entes públicos encargados de 
realizarlas, en concordancia con el artículo 
11 de la presente ley.

4.	 El informe de valoración de apoyos deberá 
consignar, como mínimo:

a)	 La verificación que permita concluir que la 
persona titular del acto jurídico se encuentra 
imposibilitada para manifestar su voluntad 
y preferencias por cualquier medio, modo y 
formato de comunicación posible.

b)	 Las sugerencias frente a mecanismos 
que permitan desarrollar las capacidades 
de la persona en relación con la toma de 
decisiones para alcanzar mayor autonomía 
en las mismas.

c)	 Las personas que pueden actuar como apoyo 
en la toma de decisiones de la persona frente 
al acto o actos jurídicos concretos que son 
objeto del proceso.

d)	 Un informe general sobre la mejor 
interpretación de la voluntad y preferencias 
de la persona titular del acto jurídico que 
deberá tener en consideración, entre otros 
aspectos, el proyecto de vida de la persona, 
sus actitudes, argumentos, actuaciones 
anteriores, opiniones, creencias y las formas 
de comunicación verbales y no verbales de la 
persona titular del acto jurídico.

5.	 Antes de la audiencia inicial, se ordenará 
notificar a las personas identificadas en la 
demanda y en el informe de valoración de 
apoyos como personas de apoyo.

6.	 Recibido el informe de valoración de 
apoyos, el Juez, dentro de los cinco (5) días 
siguientes, correrá traslado del mismo, por 
un término de diez (10) días a las personas 
involucradas en el proceso y al Ministerio 
Público.
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7.	 Una vez corrido el traslado, el Juez decretará 
las pruebas que considere necesarias y 
convocará a audiencia para practicar las 
demás pruebas decretadas, en concordancia 
con el artículo 34 de la presente ley.

8.	 Vencido el término probatorio, se dictará 
sentencia en la que deberá constar:

a)	 El acto o actos jurídicos delimitados que 
requieren el apoyo solicitado. En ningún 
caso el Juez podrá pronunciarse sobre la 
necesidad de apoyos para la realización de 
actos jurídicos sobre los que no verse el 
proceso.

b)	 La individualización de la o las personas 
designadas como apoyo.

c)	 Las salvaguardias destinadas a evitar y 
asegurar que no existan los conflictos de 
interés o influencia indebida del apoyo sobre 
la persona.

d)	 La delimitación de las funciones y la 
naturaleza del rol de apoyo.

e)	 La duración de los apoyos a prestarse de 
la o las personas que han sido designadas 
como tal.

f)	 Los programas de acompañamiento a las 
familias cuando sean pertinentes y las demás 
medidas que se consideren necesarias para 
asegurar la autonomía y respeto a la voluntad 
y preferencias de la persona.

9.	 Se reconocerá la función de apoyo de las 
personas designadas para ello. Si la persona 
designada como apoyo presenta dentro de los 
siguientes cinco (5) días excusa, se niega a 
aceptar sus obligaciones o alega inhabilidad, 
se tramitará incidente para decidir sobre el 
mismo.

Artículo 39. Validez de los actos establecidos en 
la sentencia de adjudicación de apoyos. La persona 
titular del acto jurídico que tenga una sentencia 
de adjudicación de apoyos ejecutoriada para la 
celebración de determinados actos jurídicos, deberá 
utilizar los apoyos allí estipulados en el momento 
de la celebración de dichos actos jurídicos, como 
requisito de validez de los mismos.

En consecuencia, si la persona titular del acto 
jurídico lleva a cabo los actos jurídicos especificados 
en la sentencia de adjudicación de apoyos sin utilizar 
los apoyos allí estipulados, dichos actos jurídicos 
serán sancionables con nulidad relativa.

Parágrafo. Lo dispuesto en el presente artículo 
no puede interpretarse como una obligación para la 
persona titular del acto jurídico, de actuar de acuerdo 
al criterio de la persona o personas que prestan el 
apoyo. En concordancia con lo establecido en los 
numerales 2 y 3 del artículo 4° de la presente ley, 
los apoyos deben respetar siempre la voluntad y 
preferencias de la persona titular del acto jurídico, 
así como su derecho a tomar riesgos y a cometer 
errores.

Artículo 40. Participación del Ministerio Público. 
El Ministerio Público tendrá la obligación de velar 
por los derechos de las personas con discapacidad 
en el curso de los procesos de adjudicación judicial 
de apoyos y supervisará el efectivo cumplimiento de 
la sentencia de adjudicación de apoyos.

Artículo 41. Evaluación de desempeño de los 
apoyos adjudicados judicialmente. Al término 
de cada año desde la ejecutoria de la sentencia de 
adjudicación de apoyos, la persona o personas de 
apoyo deberán realizar un balance en el cual se 
exhibirá a la persona titular de los actos ejecutados 
y al Juez:

1.	 El tipo de apoyo que prestó en los actos 
jurídicos en los cuales tuvo injerencia.

2.	 Las razones que motivaron la forma en 
que prestó el apoyo, con especial énfasis 
en cómo estas representaban la voluntad y 
preferencias de la persona.

3.	 La persistencia de una relación de confianza 
entre la persona de apoyo y el titular del acto 
jurídico.

Parágrafo. Quienes estén interesados en ser 
citados a participar de la gestión de apoyos deberán 
informar al Juez a más tardar diez (10) días hábiles 
antes del cierre del año del que trata el inciso 
anterior, a efectos de que el Juez les comunique la 
fecha de la audiencia. El no solicitar oportunamente 
la convocatoria, releva al Juez de la carga de citar 
al o a las personas interesadas, lo que no impide su 
participación en la audiencia.

Artículo 42. Modificación y terminación de los 
procesos de adjudicación judicial de apoyos. El 
artículo 587 de la Ley 1564 de 2012 quedará así:

“Artículo 587. Modificación y terminación de 
la adjudicación de apoyos. En cualquier momento, 
podrán solicitar la modificación o terminación de los 
apoyos adjudicados:

a)	 La persona titular del acto jurídico;
b)	 La persona distinta que haya promovido 

el proceso de adjudicación judicial y que 
demuestre interés legítimo podrá solicitar;

c)	 La persona designada como apoyo, cuando 
medie justa causa;

d)	 El juez de oficio.
El Juez deberá notificar de ello a las personas 

designadas como apoyo y a la persona titular del 
acto, si es del caso, y correrá traslado de la solicitud 
por diez (10) días para que estas se pronuncien al 
respecto.

En caso de no presentarse oposición, el Juez 
modificará o terminará la adjudicación de apoyos, 
conforme a la solicitud”.

Artículo 43. Unidad de actuaciones y expedientes. 
Cualquier actuación judicial relacionada con 
personas a quienes se les haya adjudicado apoyos 
será de competencia del Juez que haya conocido del 
proceso de adjudicación de apoyos.
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Cada despacho contará con un archivo de 
expedientes inactivos sobre las personas a quienes se 
les haya adjudicado apoyos en la toma de decisiones 
del cual se pueden retomar las diligencias, cuando 
estas se requieran. En el evento de requerirse el envío 
al archivo general, estos expedientes se conservarán 
en una sección especial que permita su desarchivo a 
requerimiento del juzgado.

Parágrafo. El expediente de quienes hayan 
terminado la adjudicación de apoyos, que no haya 
tenido movimiento en un lapso superior a dos 
(2) años, podrá ser remitido al archivo general. 
Un nuevo proceso de adjudicación de apoyos 
con posterioridad, hará necesario abrir un nuevo 
expediente.

También será causa de archivo general la muerte 
de la persona.

CAPÍTULO VI
Personas de apoyo

Artículo 44. Requisitos para ser persona de 
apoyo. Para asumir el cargo de persona de apoyo se 
requiere:

1.	 Ser una persona natural mayor de edad o una 
persona jurídica.

2.	 Cuando la designación derive de un acuerdo 
de apoyos o una directiva anticipada, la 
simple suscripción y el agotamiento de las 
formalidades del mismo, cuando sean del 
caso, implicará que el cargo de persona de 
apoyo ha sido asumido.

3.	 Cuando la designación derive de un proceso 
de adjudicación de apoyos, la posesión se 
hará ante el juez que hace la designación.

Artículo 45. Inhabilidades para ser persona de 
apoyo. Son causales de inhabilidad para asumir el 
cargo de persona de apoyo las siguientes:

1.	 La existencia de un litigio pendiente entre la 
persona titular del acto jurídico y la persona 
designada como apoyo.

2.	 La existencia de conflictos de interés entre la 
persona titular del acto jurídico y la persona 
designada como apoyo.

Artículo 46. Obligaciones de las personas de 
apoyo. Las personas de apoyo tienen las siguientes 
obligaciones:

1.	 Guiar sus actuaciones como apoyo conforme 
a la voluntad y preferencias de la persona 
titular del acto.

2.	 Actuar de manera diligente, honesta y de 
buena fe conforme a los principios de la 
presente Ley.

3.	 Mantener y conservar una relación de 
confianza con la persona a quien presta 
apoyo.

4.	 Mantener la confidencialidad de la 
información personal de la persona a quien 
presta apoyo.

5.	 Las demás que le sean asignadas 
judicialmente o acordadas entre la persona 
titular del acto y la persona de apoyo.

6.	 Comunicar al juez y al titular del acto jurídico 
todas aquellas circunstancias que puedan dar 
lugar a la modificación o terminación del 
apoyo, o que le impidan cumplir con sus 
funciones.

Artículo 47. Acciones de las personas de 
apoyo. Entre las acciones que pueden adelantar 
las personas de apoyo para la celebración de actos 
jurídicos están los siguientes, sin perjuicio de que se 
establezcan otros adicionales según las necesidades 
y preferencias de cada persona:

1.	 Facilitar la manifestación de la voluntad y 
preferencias de la o el titular del acto jurídico 
para la realización del mismo, habiendo 
discutido con la persona las consecuencias o 
implicaciones de sus actos.

2.	 Facilitar la comprensión de un determinado 
acto jurídico a su titular

3.	 Representar a la persona en determinado 
acto jurídico.

4.	 Interpretar de la mejor manera la voluntad 
y las preferencias de la persona titular del 
acto jurídico, en los casos en que esta se 
encuentre absolutamente imposibilitada para 
interactuar con su entorno por cualquier 
medio.

5.	 Honrar la voluntad y las preferencias de la 
o el titular del acto jurídico, establecida a 
través de una directiva anticipada.

Artículo 48. Representación de la persona 
titular del acto. La persona de apoyo representará 
a la persona titular del acto solo en aquellos casos 
en donde exista un mandato expreso de la persona 
titular para efectuar uno o varios actos jurídicos en 
su nombre y representación.

En los casos en que no haya este mandato expreso 
y se hayan adjudicado apoyos por vía judicial, la 
persona de apoyo deberá solicitar autorización del 
juez para actuar en representación de la persona 
titular del acto, siempre que se cumpla con los 
siguientes requisitos:

1.	 Que el titular del acto se encuentre 
absolutamente imposibilitado para 
manifestar su voluntad y preferencias 
por cualquier medio, modo y formato de 
comunicación posible; y,

2.	 Que la persona de apoyo demuestre que 
el acto jurídico a celebrar refleja la mejor 
interpretación de la voluntad y preferencias 
de la persona titular del acto.

Artículo 49. Formas de apoyo que no implican 
representación. Las personas de apoyo podrán llevar 
a cabo las siguientes acciones, siempre y cuando 
estén contempladas en el acuerdo de apoyos, en la 
directiva anticipada o en la sentencia de adjudicación 
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de apoyos, sin que las mismas impliquen actos de 
representación:

1.	 Asistir y hacer recomendaciones a la persona 
titular del acto en relación con el acto jurídico 
a celebrar.

2.	 Interpretar la expresión de voluntad y 
preferencias de la persona titular del acto 
jurídico en la realización del mismo.

3.	 Cualquier otra forma de apoyo que se 
establezca por medio del acuerdo de apoyos, 
la directiva anticipada o en la sentencia de 
adjudicación de apoyos.

Artículo 50. Responsabilidad de las personas de 
apoyo. La responsabilidad de las personas de apoyo, 
frente a sus funciones como apoyo, será individual 
solo cuando en su actuar hayan contravenido los 
mandatos de la presente ley, las demás normas 
civiles y comerciales vigentes en Colombia, o hayan 
ido en contravía manifiesta de las indicaciones 
convenidas en los acuerdos de apoyo, las directivas 
anticipadas o la sentencia de apoyos, y por ello se 
hayan causado daños al titular del acto jurídico o 
frente a terceros.

Las personas de apoyo no serán responsables 
por los daños personales o financieros de la persona 
titular del acto jurídico siempre y cuando hayan 
actuado conforme a la voluntad y preferencias de la 
persona.

CAPÍTULO VII
Actos jurídicos sujetos a registro

Artículo 51. Actos jurídicos que involucren 
bienes sujetos a registro. Para efectos de publicidad 
a terceros, los actos jurídicos que involucren bienes 
sujetos a registro deberán contar con una anotación 
de que el acto en cuestión fue realizado utilizando 
apoyos, independientemente del mecanismo para la 
celebración de apoyos que se utilice.

CAPÍTULO VIII
Régimen de transición

Artículo 52. Vigencia. Las disposiciones 
establecidas en esta ley entrarán en vigencia desde su 
promulgación, con excepción de aquellos artículos 
que establezcan un plazo para su implementación 
y los artículos contenidos en el Capítulo V de 
la presente ley, los cuales entrarán en vigencia 
veinticuatro (24) meses después de la promulgación 
de la presente ley.

Artículo 53. Prohibición de interdicción. 
Queda prohibido iniciar procesos de interdicción o 
inhabilitación, o solicitar la sentencia de interdicción 
o inhabilitación para dar inicio a cualquier trámite 
público o privado a partir de la promulgación de la 
presente ley.

Artículo 54. Proceso de adjudicación judicial de 
apoyos transitorio. Hasta tanto entren en vigencia los 
artículos contenidos en el Capítulo V de la presente 
ley, el juez de familia del domicilio de la persona 
titular del acto jurídico puede determinar de manera 
excepcional los apoyos necesarios para una persona 

mayor de edad cuando se encuentre absolutamente 
imposibilitada para expresar su voluntad y 
preferencias por cualquier medio, siempre que sea 
necesario para garantizar el ejercicio y la protección 
de los derechos de la persona titular del acto.

El proceso de adjudicación judicial de apoyos 
transitorio será promovido por una persona con 
interés legítimo y que acredite una relación de 
confianza con la persona titular del acto.

El juez, por medio de un proceso verbal sumario, 
determinará la persona o personas de apoyo que 
asistirán a la persona titular del acto jurídico, 
teniendo en cuenta la relación de confianza, amistad, 
parentesco o convivencia entre estos y la persona 
titular. La sentencia de adjudicación de apoyos fijará 
el alcance de los apoyos teniendo en cuenta las 
normas establecidas en la presente ley, al igual que 
el plazo del mismo, el cual no podrá superar la fecha 
final del periodo de transición.

La persona titular del acto jurídico podrá oponerse 
a la adjudicación judicial de apoyos en cualquier 
momento del proceso.

Artículo 55. Procesos de interdicción o 
inhabilitación en curso. Aquellos procesos de 
interdicción o inhabilitación que se hayan iniciado 
con anterioridad a la promulgación de la presente 
ley, deberán ser suspendidos de forma inmediata. 
El juez podrá decretar, de manera excepcional, el 
levantamiento de la suspensión y la aplicación de 
medidas cautelares, nominadas o innominadas, 
cuando lo considere pertinente para garantizar la 
protección y disfrute de los derechos patrimoniales 
de la persona con discapacidad.

Artículo 56. Proceso de revisión de interdicción 
o inhabilitación. En un plazo no superior a treinta 
y seis (36) meses contados a partir de la entrada 
en vigencia del Capítulo V de la presente ley, los 
jueces de familia que hayan adelantado procesos 
de interdicción o inhabilitación deberán citar de 
oficio a las personas que cuenten con sentencia 
de interdicción o inhabilitación anterior a la 
promulgación de la presente ley, al igual que a las 
personas designadas como curadores o consejeros, 
a que comparezcan ante el juzgado para determinar 
si requieren de la adjudicación judicial de apoyos.

En este mismo plazo, las personas bajo medida 
de interdicción o inhabilitación podrán solicitar 
la revisión de su situación jurídica directamente 
ante el juez de familia que adelantó el proceso de 
interdicción o inhabilitación. Recibida la solicitud, el 
juez citará a la persona bajo medida de interdicción o 
inhabilitación, al igual que a las personas designadas 
como curadores o consejeros, a que comparezcan 
ante el juzgado para determinar si requieren de la 
adjudicación judicial de apoyos.

En ambos casos, el juez de familia determinará 
si las personas bajo medida de interdicción o 
inhabilitación requieren la adjudicación judicial de 
apoyos, de acuerdo a:

1.	 La voluntad y preferencias de las personas 
bajo medida de interdicción o inhabilitación, 
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en concordancia con lo dispuesto en el 
artículo 13 de la presente ley. Por lo anterior, 
la participación de estas personas en el 
proceso de adjudicación judicial de apoyos 
es indispensable so pena de la nulidad del 
proceso, salvo las excepciones previstas en 
la presente ley.

2.	 El informe de valoración de apoyos, 
que deberá ser aportado al juzgado por 
cualquiera de los citados a comparecer según 
lo dispuesto en el presente artículo, en el 
plazo que el juez disponga, y en todo caso, 
antes de la fecha señalada para comparecer 
ante el juzgado. En caso de que los citados 
a comparecer aporten más de un informe de 
valoración de apoyos, el juez deberá tener en 
consideración el informe más favorable para 
la autonomía e independencia de la persona, 
de acuerdo a la primacía de su voluntad y 
preferencias, así como las demás condiciones 
establecidas en el artículo 13 de la presente 
ley.

El informe de valoración de apoyos deberá 
consignar, como mínimo:

a)	 La verificación que permita concluir, 
cuando sea el caso, que aún después de 
haber agotado todos los ajustes razonables y 
apoyos técnicos disponibles, la persona bajo 
medida de interdicción o inhabilitación se 
encuentra imposibilitada para manifestar su 
voluntad y preferencias por cualquier medio 
posible.

b)	 Los apoyos que la persona requiere para 
la comunicación y la toma de decisiones 
en su vida diaria; o en lo relacionado al 
manejo financiero, salud y demás aspectos 
relevantes, en caso de que la persona se 
encuentre imposibilitada para manifestar su 
voluntad y preferencias por cualquier medio.

c)	 Los ajustes que la persona requiera para 
participar activamente en el proceso.

d)	 Las sugerencias frente a mecanismos 
que permitan desarrollar las capacidades 
de la persona en relación con la toma de 
decisiones para alcanzar mayor autonomía e 
independencia en las mismas.

e)	 Las personas que han fungido o pueden 
fungir como apoyo en la toma de decisiones 
de la persona, para cada aspecto relevante de 
su vida.

f)	 Un informe sobre el proyecto de vida de la 
persona.

g)	 La aprobación de la valoración de apoyos 
por parte de la persona bajo medida de 
interdicción o inhabilidad. En aquellos 
casos en que la persona bajo medida de 
interdicción o inhabilidad se encuentre 
imposibilitada para manifestar su voluntad 
y preferencias por cualquier medio posible, 

le corresponderá al juez aprobar dicha 
valoración de apoyos.

3.	 La relación de confianza entre las personas 
bajo medida de interdicción o inhabilidad y 
la o las personas que serán designadas para 
prestar apoyo en la celebración de actos 
jurídicos.

4.	 Las demás pruebas que el juez estime 
conveniente decretar.

5.	 Una vez vencido el término para la práctica 
de pruebas, el juez escuchará a los citados 
y verificará si tienen alguna objeción. 
Posteriormente, el juez procederá a dictar 
sentencia de adjudicación judicial de apoyos, 
la cual deberá:

a)	 Hacer claridad frente a la adjudicación de 
apoyos en relación con los distintos tipos de 
actos jurídicos.

b)	 Designar la o las personas de apoyo y sus 
respectivas funciones para asegurar el 
respeto a la voluntad y preferencias de la 
persona.

c)	 Oficiar a la Oficina de Registro del Estado 
Civil para que anule la sentencia de 
interdicción o inhabilitación del registro 
civil.

d)	 Emitir sentencia en lectura fácil para la 
persona con discapacidad inmersa en el 
proceso, explicando lo resuelto.

e)	 Ordenar la notificación al público por aviso 
que se insertará una vez por lo menos en 
un diario de amplia circulación nacional, 
señalado por el juez.

f)	 Ordenar los programas de acompañamiento 
a las familias, en el caso de que resulten 
pertinentes.

g)	 Disponer las demás medidas que el 
juez considere necesarias para asegurar 
la autonomía y respeto a la voluntad y 
preferencias de la persona, en particular 
aquellas relacionadas con el manejo de 
patrimonio que se hubiesen establecido en la 
sentencia de interdicción sujeta a revisión.

Parágrafo 1°. En caso de que el juez considere 
que las personas bajo medida de interdicción o 
inhabilitación no requieren de la adjudicación 
judicial de apoyos, la sentencia deberá consignar 
esta determinación y los motivos que la 
fundamentan. Asimismo, oficiará a la Oficina de 
Registro del Estado civil para que anule la sentencia 
de interdicción o inhabilitación del registro civil 
correspondiente. Una vez la sentencia se encuentre 
en firme, las personas quedarán habilitadas para 
acceder a cualquiera de los mecanismos de apoyo 
contemplados en la presente ley.

Parágrafo 2°. Las personas bajo medida 
de interdicción o inhabilitación anterior a la 
promulgación de la presente Ley, se entenderán 
como personas con capacidad legal plena cuando la 
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sentencia del proceso de revisión de la interdicción 
o de la inhabilitación quede ejecutoriada.

CAPÍTULO IX
Derogatorias, modificaciones y disposiciones 

finales
Artículo 57. Modifíquese el artículo 1504 del 

Código Civil, que quedará así:
“Artículo 1504. Incapacidad absoluta y relativa. 

Son absolutamente incapaces los impúberes. Sus 
actos no producen ni aún obligaciones naturales, y no 
admiten caución. Son también incapaces los menores 
púberes. Pero la incapacidad de estas personas no es 
absoluta y sus actos pueden tener valor en ciertas 
circunstancias y bajo ciertos respectos determinados 
por las leyes. Además de estas incapacidades hay 
otras particulares que consisten en la prohibición 
que la ley ha impuesto a ciertas personas para 
ejecutar ciertos actos.

Artículo 58. Modifíquese el artículo 784 del 
Código Civil, que quedará así:

“Artículo 784. Incapaces poseedores. Los que no 
pueden administrar libremente lo suyo, no necesitan 
de autorización alguna para adquirir la posesión 
de una cosa mueble, con tal que concurran en ello 
la voluntad y la aprehensión material o legal; pero 
no pueden ejercer los derechos de poseedores, sino 
con la autorización que competa. Los infantes son 
incapaces de adquirir por su voluntad la posesión, 
sea para sí mismos, o para otros”.

Artículo 59. Modifíquese el ordinal 2º contenido 
en el artículo 62 del Código Civil, que quedará así: 
“2º. Por el tutor o curador que ejerciere la guarda 
sobre menores de edad no sometidos a patria 
potestad”.

Modifíquese el inciso 1° del artículo 68 de la Ley 
1564 de 2012, que quedará así:

“Artículo 68. Sucesión procesal. Fallecido un 
litigante o declarado ausente, el proceso continuará 
con el cónyuge, el albacea con tenencia de bienes, 
los herederos o el correspondiente curador”.

Artículo 60. Modifíquese el artículo 2346 del 
Código Civil, que quedará así:

“Artículo 2346. Responsabilidad por daños 
causados por impúberes. Los menores de 12 años 
no son capaces de cometer delito o culpa; pero de 
los daños por ellos causados serán responsables las 
personas a cuyo cargo estén dichos menores, si a 
tales personas pudieren imputárseles negligencia”.

Artículo 63. Derogatorias. Quedan derogados 
los numerales 5 y 6 contenidos en el artículo 22 de 
la Ley 1564 de 2012; el ordinal 7º contenido en el 
artículo 2189 del Decreto 410 de 1971; el ordinal 
3º del artículo 127, el ordinal 2º del artículo 1061 
y el ordinal 3º del artículo 1068 de la Ley 57 de 
1887; los artículos 1° a 4°, 6° a 12 y 14 a 120 de 
la Ley 1306 de 2009, el artículo 6º de la Ley 1412 
de 2010; el inciso 1° del artículo 210 del Código 
General del Proceso; el parágrafo 1° del artículo 36 

de la Ley 1098 de 2006 y las demás normas que sean 
contrarias a esta ley.

Artículo 64. El Gobierno nacional, en un plazo 
máximo de cuatro (4) meses contados a partir de la 
vigencia de la presente ley, deberá emitir los decretos 
reglamentarios con el fin de cumplir las medidas 
ordenadas en el artículo 13 de la Ley 1618 de 2013 
que permitan garantizar el derecho al trabajo de las 
personas con discapacidad.

Artículo 65. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de su promulgación.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D.C., febrero 4 de 2019
En Sesión Plenaria del día 4 de diciembre de 2018, 

fue aprobado en segundo debate el texto definitivo 
sin modificaciones del Proyecto de ley número 027 
de 2017 Cámara, por medio de la cual se establece 
el régimen para el ejercicio de la capacidad legal 
de las personas con discapacidad mayores de edad. 
Esto con el fin de que el citado proyecto de ley siga 
su curso legal y reglamentario y de esta manera dar 
cumplimiento con lo establecido en el artículo 182 
de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior, según consta en el acta de la Sesión 
Plenaria Ordinaria número 032 de diciembre 4 de 
2018, previo su anuncio en las Sesión del día 27 de 
noviembre de 2018, correspondiente al Acta número 
031.

* * *
TEXTO DEFINITIVO PLENARIA CÁMARA 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 079 DE 

2018 CÁMARA
por el cual se modifica la Ley 1801 de 2016  

y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de la República

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. Atenuar las consecuencias 

sociales, de maltrato animal y de salud pública 
derivadas del abandono, la pérdida, la desatención 
estatal y la tenencia irresponsable de los animales 
domésticos de compañía, a través del apoyo a 
refugios o fundaciones legalmente constituidas que 
reciban, rescaten, alberguen, esterilicen y entreguen 
animales en adopción, mientras los distritos o 
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municipios crean centros de bienestar para los 
animales domésticos perdidos, abandonados, 
rescatados, vulnerables, en riesgo o aprehendidos 
por la policía.

Artículo 2°. El artículo 119 de la Ley 1801 de 
2016 quedará así:

En todos los distritos o municipios se deberá 
establecer, de acuerdo con la capacidad financiera 
de las entidades, un lugar seguro; centro de bienestar 
animal, albergues municipales para fauna, hogar 
de paso público, u otro a donde se llevarán los 
animales domésticos a los que se refiere el artículo 
1°. Si transcurridos treinta (30) días calendario, el 
animal no ha sido reclamado por su propietario o 
tenedor, las autoridades lo declararán en estado de 
abandono y procederán a promover su adopción o, 
como última medida, su entrega a cualquier título.

Parágrafo 1°. En cumplimiento de las 
obligaciones asignadas a las entidades territoriales 
antes indicadas y actuando de conformidad con 
los principios de coordinación y colaboración, los 
Municipios y Distritos podrán celebrar convenios o 
contratos interadministrativos para el desarrollo de 
este fin.

Parágrafo 2°. El POT de cada Distrito o Municipio 
deberá garantizar un área dónde construir el centro 
de bienestar animal, albergue municipal para fauna 
u hogar de paso público cuyas dimensiones estarán 
determinadas por la cantidad de animales sin hogar 
establecida mediante un sondeo.

Parágrafo 3°. Los Distritos y Municipios 
de primera categoría deberán implementar las 
disposiciones contenidas en el presente artículo 
dentro de los tres años siguientes a la entrada en 
vigencia de la presente ley.

Parágrafo 4°. Para poder llevar a cabo estas 
obligaciones, las entidades territoriales podrán 
asociarse de conformidad con las formas dispuestas 
en la Ley 1454 de 2011.

Artículo 3°. Bienestar animal. Independiente 
de la naturaleza del lugar seguro, los distritos o 
municipios deberán garantizar en todo caso la 
asistencia veterinaria para los animales que se 
encuentren a su cuidado.

Parágrafo. El municipio o distrito podrá establecer 
convenios con facultades de medicina veterinaria o 
zootecnia, con el propósito de garantizar la asistencia 
veterinaria para los animales que se encuentren a su 
cuidado.

Artículo 4°. Apoyo a entidades sin ánimo de lucro. 
Mientras no se disponga de un centro de bienestar 
animal público, albergues municipales para fauna u 
hogar de paso público, el distrito o municipio deberá 
apoyar las labores de los refugios o fundaciones de 
carácter privado que reciban animales domésticos 
a los que se refiere el artículo 1°. Este apoyo se 
materializará a través de aportes directos en especie 
destinados al beneficio directo a los animales que se 
encuentren en el refugio.

El municipio o distrito también deberá realizar 
al menos una jornada trimestral de promoción de 
adopción y una jornada bimestral de esterilización 
de los gatos y perros que transcurridos treinta (30) 
días calendario, hayan sido declarados en condición 
de abandono, a efectos de su entrega en adopción.

Parágrafo 1°. Los aportes de cualquier naturaleza 
que realicen las entidades territoriales en desarrollo 
de la presente ley, deberá sujetarse al régimen de 
contratación vigente para este tipo de entidades.

Parágrafo 2°. Estos lugares deberán garantizar el 
bienestar integral de los animales, de acuerdo con 
las cinco libertades de bienestar animal establecidas 
en el artículo 3° de la Ley 1774 de 2016 y realizar 
actividades de protección animal y de esterilización 
y castración de las poblaciones felina y canina.

Artículo 5°. Para poder ser destinatarios de los 
aportes descritos en la presente ley, los refugios, 
hogares de paso o fundaciones deberán contar 
con la asesoría, el acompañamiento, apoyo o la 
supervisión de al menos un médico veterinario 
con tarjeta profesional e inscrito en Comvezcol, y 
observar las condiciones técnicas e infraestructura 
que respeten las libertades y necesidades de los 
animales, entendiendo como mínimo y de forma 
enunciativa las libertades y necesidades básicas de 
los animales, definidas en la Ley 1774 de 2016.

Parágrafo. Las entidades públicas responsables 
deberán ejercer vigilancia y control periódico 
presencial a los refugios o fundaciones destinatarios 
de los aportes.

Artículo 6°. La definición del tipo de aportes 
en especie con destino a las entidades sin ánimo 
de lucro, como fundaciones o refugios animales 
se establecerá de forma concertada entre la 
administración Municipal o Distrital y la junta 
defensora de animales a través de al menos tres 
reuniones al año con este fin. Las actas de estas 
reuniones deberán publicarse acorde con el artículo 
78 de la Ley 1474 de 2011 y el manual de Rendición 
de Cuentas del Departamento Administrativo de 
la Función Pública. La junta de protección animal 
también tendrá la facultad de vigilar estos aportes.

Artículo 7°. Remplácese en toda la legislación 
y normatividad nacional la expresión “perro 
potencialmente peligroso” o “raza(s) potencialmente 
peligrosa(s)” por “perro de manejo especial” o 
“razas de manejo especial”.

Artículo 8°. Las entidades sin ánimo de lucro, 
como fundaciones o refugios animales podrán 
solicitar una visita a la entidad responsable de las 
decisiones en materia de bienestar animal, con miras 
a la expedición de un documento de conformidades 
con relación a las libertades animales contenidas 
en la presente ley que sirva de sustento al aporte de 
recursos.

Artículo 9°. Remplácese en toda la legislación y 
normatividad nacional la expresión “coso municipal” 
por “albergues municipales para fauna”.
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Artículo nuevo. Modifíquese el artículo 117 de la 
Ley 1801 de 2016, el cual quedará así:

Artículo 117. Tenencia de Animales domésticos 
o mascotas. Solo podrán tenerse como mascotas los 
animales así autorizados por la normatividad vigente. 
Para estos animales el ingreso o permanencia en 
cualquier lugar se sujetará a la reglamentación de los 
lugares públicos, abiertos al público o edificaciones 
públicas.

No podrán prohibirse el tránsito y permanencia 
de animales domésticos o mascotas en las zonas 
comunes de propiedades horizontales o conjuntos 
residenciales. Los ejemplares caninos deberán 
ir sujetos por medio de traílla y, en el caso de los 
caninos potencialmente peligrosos, además irán 
provistos de bozal y el correspondiente permiso, de 
conformidad con la ley.

Los administradores de los conjuntos residenciales 
y de propiedades horizontal, quedan autorizados 
para no aplicar las normas de los Manuales de 
Convivencia que contraríen las disposiciones aquí 
descritas; por tanto, deberán solicitar de manera 
inmediata a las Asambleas de Copropietarios, la 
actualización de los Manuales de Convivencia de 
propiedades horizontal o conjuntos residenciales, 
a la normatividad que contempla el capítulo II del 
presente código.

Artículo 10. Vigencia y derogatorias. La presente 
ley deroga las disposiciones que le sean contrarias y 
rige a partir de la fecha de su publicación.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D.C., febrero 11 de 2019
En Sesión Plenaria del día 4 de diciembre de 

2018, fue aprobado en segundo debate el texto 
definitivo con modificaciones del Proyecto de ley 

número 079 de 2018 Cámara, por el cual se modifica 
la Ley 1801 de 2016 y se dictan otras disposiciones. 
Esto con el fin de que el citado proyecto de ley siga 
su curso legal y reglamentario y de esta manera dar 
cumplimiento con lo establecido en el artículo 182 
de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior, según consta en el acta de la Sesión 
Plenaria Ordinaria número 032 de diciembre 4 de 
2018, previo su anuncio en la Sesión del día 27 de 
noviembre de 2018, correspondiente al Acta número 
031.
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